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l. ANTECEDENTES 

Resumen de admisibilidad 

La señorita Yessenia Paola Iza Pilataxi, por sus propios derechos, presentó 
acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia dictada en segunda 
instancia por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Napa, el 19 de 
febrero de 2013 a las 14:39, dentro de la acción de protección N.0 09 - 2010-L. 

En virtud de lo establecido en el inciso segundo del cuarto artículo innumerad() _ 

agregado a continuación del artículo 8 del Reglamento de Sustanciación de 
Procesos de Competencia s.fe la Corte Constitucional, la S�c:retaría Géneral de la 
Corte Constitucional, el 26-ae-abrilde -�013;-certifieó -que no se ha presentado 
otra demanda con identidad de objeto y acción. 

La Sala de AdmisióÍf de _ la Corte Constitucional conformada por los jueces 
constitucionales Antonio Gaglia!do Loor, Marcelo Jaramillo Villa y Patricio 
Pazmiño Freire, admitió a trámite-la._a�ción extraordinaria de protección N.0 
0734-13-EP, mediante auto emitido el 29 de - agosJ�-�� 2013 a las 13:03.  

------------

De acuerdo al sorteo realizado por el Pleno del Organismo en sesión-ordinª!!a del 
25 de Septiembre de 2013, correspondió la sustanciación de la presente acciÓn - -a:�-� - -- __ 

la jueza constitucional, Wendy Malina Andrade, quien mediante providencia del 
27 de mayo de 2014 a las 12: 10, avocó conocimiento de la causa N.0 0734-13-EP 
y dispuso que se notifique a la aceionante y mediante oficio, con el contenido de 
la demanda y la providencia, a los jueces d� la Sala Única de la Corte Provincial 
de Justicia de Napa, a fin de que en el término d�_ 10 días, presenten un informe 
de descargo debidamente motivado sobre los argiimen�os que fundamentan la 
demanda. 

. 
---� __ 

Resolución judicial impugnada 

La legitimada activa formula acción extraordinaria
_ 
de protección en C?ntra de la � � 

· de apelación dictada el 19 de febrero de 2013, por la Sala Unica de la \\'r' / 
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Corte Provincial de Justicia de Napo, dentro de la acción de protección N.0 09-
2010-L, cuya parte pertinente es la siguiente: 

CUARTO: consta procesalmente que la señorita Yessenia Paola Iza Pilataxi, una vez 
notificada con la resolución que dicta el Sr. Juez Primero de lo Civil de Napa, el 14 de 
Diciembre de 2010, negando la acción propuesta por la accionante, notificada el 16 de 
Diciembre de 2010, interpone recurso de apelación mediante escrito presentado el 26 de 
Diciembre del mismo año. De fjs. 307 aparece que el Juez de la causa rechaza el recurso 
de apelación por considerarlo que se lo ha presentado fuera de término. De fs. 308, 
constan que la Señorita Paola Iza, interpone recurso de apelación a la providencia de 23 
de Diciembre de 2010. Posteriormente la accionante interpone recurso de hecho y de fs. 
327 aparece la negativa al recurso planteado. ( ... ). Por estas consideraciones resulta 
inexplicable como posteriormente luego de 15 meses de haberse negado el recurso de 
apelación planteado por la accionante, aparece el doctor Kleber Urgilez, en su calidad de 
Juez Primero de lo Civil de la Corte Provincial de Napa, revocando la providencia 
dictada el 23 de diciembre de 2010, a las 11:00 (ejecutoriada) aceptando el recurso de 
apelación de la accionan te ( ... ), y ordenando que pasen los autos para que sea resuelto 
por la Corte, a sabiendas que se había extinguido o consumado esta facultad procesal. 
( ... ) SÉPTIMO: La accionan te peticionó la reparación integral del daño que se le ha 
causado y que se deje sin efecto la resolución por la que se le destituye de su cargo la 
misma que consta en el memorándum 001-CAD-CBA de 27 de octubre de 2010 y se le 
reincorpore a las funciones habituales pagándole además los sueldos desde la fecha en 
que recibió el nombramiento de Suboficial del Cuerpo de Bombero. OCTAVO: De la 
documentación que consta en el expediente aparece que la accionante se encontraba 
realizando voluntariado del Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona y que el título 
obtenido en San Miguel de lbarra no se refrendó en el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social. Además cuando la accionante presentó la Acción Extraordinaria de 
Protección ante la Corte Constitucional, conocía que el auto de negación del Recurso de 
Apelación de la Resolución dictada por el Juez Merino, se encontraba ejecutoriado, 
requisito legal necesario para presentar dicha acción. Por todo lo expuesto, esta Única 
Sala de la Corte Provincial de Napa, está, Administrando Justicia EN NOMBRE DEL 
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, POR AUTORIDAD DE LA 
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, rechaza el Recurso de 
apelación propuesto por la accionante Jessenia Paola Iza Pilataxi, que indebidamente ha 
dado trámite el Sr. Juez Primero de lo Civil de la Corte Provincial de Napa Dr. Klever 
Urgilez, disponiendo que se haga conocer de su actuación procesal, al señor Presidente 
del Consejo de la Judicatura ... 

De la solicitud y sus argumentos 

Como antecedentes del caso, cabe señalar que la accionan te Y essenia Paola Iza 
Pilataxi presentó ante el Juzgado Primero de lo Civil del Napo-, acción de 
protección en contra del memorando N.0 001-CAD-CBA del 27 de octubre de 
2010, emitido por el alcalde del cantón Archidona, José Toapanta Bastidas, en � 
calidad de presidente del Consejo de Administración y Disciplina del Cuerpo de � \ 
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Bomberos de Archidona, 11?-_e�diante"elc��l agradecía por los servicios de todo el 
voluntariado del Cverpcfde Bomberos Municipal del referido cantón, una vez 
que se había_""cumplido con la etapa de voluntariado a la que sometieron, 
señalan�9t�asimismo, que en un futuro se verificará a través de un concurso 
públicd' de méritos y oposición, la factibilidad de ascenderlos a bomberos 
profesionales. Memorando que fue notificado a·la accionante con el fin de cesarla 

_,én sus funciones, pese a contar con un título de bombero profesional emitido por 
una institución autorizada (fs. 260) y al haber sido nombrada meses atrás, 
bombero profesional bajo el grado de subteniente, mediante la Resolución N.0 
004 del 25 de marzo de 2010 del Consejo de Administración y Disciplina del 
Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona (fs. 225). 

En este sentido, el juez de primera instancia resolvió declarar improcedente la 
acción de protección planteada, al considerar que al no existir un contrato de 
trabajo entre ambas partes, no se podía evidenciar que exista una relación de 
dependencia laboral entre la accionante y el Cuerpo de Bomberos de Archidona. 

Es así que la acdo11ante interpuso recurso de apelación el 21 de diciembre de 
2010, el cual fue negado·poceljuez de primera instancj_(l, mediante�ál.ito del 23 de 
diciembre de 2010, al considerar�que·se-ptesent(fde forma extemporánea; por 
este motivo, se formularon varios escritos por parte de la accionan te en los que se 

· impugnaba tal prónunciamiento, señalando que existió una mala interpretación 
del juez respecto del térinin9 para la presentación de la acción, llegando incluso a 
interponer un recurso de hecho y_Juego una acción extraordinaria de protección 
en contra del auto referido. Posteriormen�, el nuevo juez primero de lo civil de 
Napa, luego de conocer que el juez anteriorfue.d�stituido por el Consejo de la 
Judicatura de su cargo, por su error inexcusable en elmismo prgceso, respecto de 
la verificación del término para presentarlo, concedió el recurso· oe ·apelaci§p._, 
mediante auto del 28 de marzo de 2012, es decir quince meses después de su 
solicitud inicial. 

En tal sentido, la Sala Única de la ·corte Provincial de Justicia de Napa señaló en 
sentencia de segunda instancia que la accionª-nte conocía que el auto de negación 
del recurso de apelación de la sentencia dictada·po� el destituido juez Merino en 
primera instancia, se encontraba ejecutoriado, y queron1o tal, se violentaba la 
observancia del requisito determinado por ley para la presentacióJ1 de recursos, 
por lo que rechazó la apelación propuesta. � 

------

Por lo expuesto, la accionante considera que se vulneró su derecho constitucional /1 · -
......... �. 

al debido proceso en la garantía de la motivación, consagrado en el artículo 76 �r 
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numeral 7 literal 1 de la Constitución de la República; así como el derecho a la 
tutela judicial efectiva contenido en el artículo 75 del mismo cuerpo normativo, 
por cuanto en la sentencia impugnada no se hizo un análisis del fondo del tema 
controvertido, sino que más bien, se limitó a pronunciarse rechazando el recurso 
por no respetar, a su criterio, los requisitos de procedibilidad para la presentación 
del recurso de apelación. 

Identificación de los derechos presuntamente vulnerados 

Los derechos constitucionales que la accionan te Y essenia Paola Iza Pila taxi 
considera vulnerados son: el derecho a la tutela judicial efectiva contenido en el 
artículo 75 de la Constitución de la República y el derecho al debido proceso en 
la garantía de la motivación, consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal 1 del 
mismo cuerpo normativo. 

Pretensión concreta 

La accionante solicita que se acepte la acc10n extraordinaria de protección, 
declarando la vulneración de sus derechos constitucionales y en consecuencia, se 
le reintegre a su puesto de trabajo en el Cuerpo de Bomberos de Archidona. 

De la contestación y sus argumentos 

La doctora Mercedes Almeida, presidenta de la Corte Provincial de Justicia de 
Napa, presentó un informe en relación a la acción extraordinaria de protección 
N.0 0734-13-EP y señala, que: 

La Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Napo, mediante sentencia del 19 de 
febrero de 2013, rechaza el recurso de apelación, propuesto por la accionante ( ... ), que 
indebidamente ha dado trámite el Juez Primero de lo Civil de Napo Dr. Clever Urgilez, 
violentando el principio de preclusión y la institución de cosa juzgada, a sabiendas que el 
auto de 23 de diciembre de 2010, las llhOO se encuentra debidamente ejecutoriado ( ... ), 
por lo expuesto, no era procedente analizar los fundamentos del recurso planteado por la 
accionante, la Única Sala de la Corte de Justicia de Napo, no podía retrotraerse a analizar 
un auto y una sentencia que se encuentra en firme ( ... ), con fundamento en ello, la Única 
Sala de la Corte de Napo ha emitido su resolución, rechazando el recurso de apelación 
( ... ), de manera que, al no existir ninguna vulneración a derechos constitucionales, 
legales, ni al debido proceso, por parte de los jueces que hemos intervenido en esta 
instancia, solicito se rechace la Acción Extraordinaria de Protección por improcedente. 
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Terceros interesados 

Mediante es<;rito/presentado el 18 de octubre de 2014, compareció dentro del 
proceso Ja séñora Yina Del Pilar Quintana Zurita en calidad de presidenta de la 
Co�isi5n de Transición para la Definición de la lnstitucionalidad Pública, quien 
presentó el informe suscrito por la abogada Lilia Granja en calidad de directora 

.técnica jurídica y de Sog. Eliana Muñoz en calidad de coordinadora de 
observancia, en el cual manifiestan su preocupación respecto de los tratos 
discriminatorio e injurioso que recibía la accionante, por parte de las autoridades 
bomberiles y municipales en su espacio laboral. Alegan que la Constitución de la 
República define al Ecuador como un Estado constitucional de derechos y 
justicia, a partir de lo cual establecen que en el caso de la señora Pilataxi, se 
vulneraron sus derechos constitucionales como son: la integridad, trabajo, 
igualdad de género y no discriminación. 

De igual forma, aducen que el Cuerpo de Bomberos de Archidona es una 
institución pública que ubica a todos sus integrantes como servidores .Y 
servidoras públicas,_obligados a velar y garantizar los derechos establ{!cidosén-la 
Constitución. En este._marGO,.�f! refiere al principio d� aplicacióñ.(Ürecta de la 
norma constitucional, así como aCdereclio a·la· igualdad formal, material y la no 
discriminación. 

Asimismo, tomando las declaraciones de la accionante respecto a que "el Tnte. 
Martín Márquez no estaba de- acuerdo que una mujer sea bombero, ·que la mujer 
servía solo para la cama y la casa, que-en.ulJ.a emergencia yo estorbo y a la final a 
quien tiene que salvar es a mí . . .  ", invocan fOs·artÍCJ.I)os 1 y 11 de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discrim1iación-cQntra la mujer, así 
como la recomendación N.0 13 del Comité para la Elimlliáción -.de _)a 
Discriminación ContraJa Mujer, la Convención Interamericana para prevenir�-- ­
sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer, Belém Do Pará, a fin de 
argumentar que en el presente ca�o, se vulneraron los derechos de la accionante 
dada su condición de mujer, reco_nocidos ampliamente en instrumentos 
internacionales. En ese sentido, señalan __ que las actuaciones del teniente 
Márquez violan todos los estipulados de garaíilía-y_protección del derecho de las 
mujeres al generar un lenguaje peyorativo, misógino -y denigrante hacia el género 
femenino y específicamente hacia la señora Y essenia -Paola Iza Pila taxi; 
actuaciones que desencadenaron en la sentencia condenatoria �O.el--teQLente 
Márquez por el delito de injuria no calumniosa grave en contra de la alima 
accionante. 

\J\ 
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Finalmente, se concluye que la señora Yessenia Paola Iza Pilataxi fue víctima de 
acoso laboral, y que la consecutiva falta de respuesta eficiente de ciertas 
autoridades, ha profundizado la vulneración de sus derechos. 

Audiencia Pública 

En la audiencia pública convocada por la jueza constitucional sustanciadora 
mediante providencia del 20 de abril de 2016, misma que tuvo lugar el 2 de mayo 
de 2016, intervinieron como partes procesales: el doctor Ángel Tenesaca en 
representación de la señorita Paola Iza Pilataxi, legitimada activa, y la doctora 
Mercedes Almeida en representación de los jueces de la Sala Única de la Corte 
Provincial de Justicia de Napo en calidad de legitimados pasivos. 

En calidad de terceros interesados intervinieron la doctora Nelly del Carmen 
Cabrera en representación del jefe del Cuerpo de Bomberos y del alcalde del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Archidona; señora Katya 
Ponce en representación de la señora Carmen Violeta Pilataxi, miembro principal 
del Consejo Cantonal de Protección de Derechos de Archidona, organización de 
mujeres, para el período 2014-2019; y el doctor Kleber Ávalos Silva en 
representación del procurador general del Estado. 

La presidenta de la Comisión de Transición para la Definición de la 
Institucionalidad Pública, no estuvo presente aun cuando fue debidamente 
notificada. 

El señor Ángel Tenesaca en representación de la señorita Paola Iza Pilataxi 
en calidad de legitimada activa 

El abogado defensor manifestó principalmente, que el presente caso ha 
constituido una lucha por los derechos de la mujer, la cual se originó a raíz de 
que la señorita Iza Pilataxi fue destituida de su cargo de subteniente de 
bomberos, a través del memorando firmado por el presidente del Consejo de 
Administración y Disciplina del Cuerpo Municipal de Bomberos, sin 
procedimiento administrativo en el que se asegure su derecho a la defensa. 

De acuerdo con el representante de la legitimada activa, el hecho que habría 
provocado la destitución irregular de la señorita Iza, fue su negativa a acceder a 
los "favores sexuales" que le solicitaba su exjefe, Martín Marques, quien también 
la denigraba moralmente, haciendo insinuaciones respecto de su comportamiento 

~ sexual, lo cual fue probado en la respectiva causa penal. , 
" .  
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Ante dichas circunstancias, s�e concuii{Ó a la justicia constitucional, a través de 
una acción de protefción. --En dicha acción, el juez Marco Merino Garzón, no 
participó en 1'!_ audiencia de la causa y pese a aquello rechazó la demanda, por lo 
que el procéso desde un inicio se encontraría viciado. Ante dicha decisión, el 
representante de la accionante explicó que presentó recurso de apelación dentro 
d�l -férmino de tres días; no obstante, el juez Merino, considerando que los días 

__ sábados y domingos eran días hábiles, decidió que el recurso fue propuesto fuera 
· de término, negando así el recurso de apelación. Después de lo cual se presentó 
recursos de revocatoria y de hecho, todos ellos negados por el juez constitucional 
Marco Merino. 

Ante dichas circunstancias, se concurrió al ámbito administrativo para denunciar 
al juez Marco Merino Garzón ante el Consejo de la Judicatura, quien fue 
destituido por haber negado el recurso de apelación dentro del juicio en cuestión, 
pese a haber sido interpuesto dentro del término legal. 

Ante los hechos expuestos, se recurrió ante el nuevo juez constitucional. 
posesionado para qu� conozca el auto que negó la apelación, juez Klev�r Urgilez, 
a fin de que proceda ·arevocªrlo. El juez Urgilez elevó el_recurso oe- apelación a 
la Sala Única de la Corte Pro�ñcial;lcfcual;-apliciú1oo.el principio de preclusión 
en Ja sentencia del 21 de septiembre de 2012, consideró que fue indebidamente 
elevado, toda vez que_ el auto de negativa del recurso de apelación se encontraba 
ejecutoriado, por lo qúe -.110 correspondía revisarlo por ningún concepto, de 
acuerdo al Código de Procedimiento Civil. 

De acuerdo con el representante de --la ·acciogante, existió una violación 
sistemática de los derechos de su defendida, tanto-en·relaci<)n a sus derechos 
COmO mujer, COinO en lo que se refiere a SUS derechos al dclJioo-proceSQ,_al 
aplicarse normativa de carácter civil en un procedimiento constitucional. -- · ----- ·---�-

Por lo antes expuesto, se solicita a la Corte Constitucional que se revise las 
decisiones judiciales que han negado __ indebidamente su recurso de apelación y 
que han vulnerado gravemente sus ··der�chos, dictando como medida de 
reparación integral el reintegro a su cargo dentro de_�

-
�uerpo de Bomberos. 

Mercedes Almeida, en representación de los jueces de-la-Sa!a Única de la 
Corte Provincial de Justicia de Napo, en calidad de legitimados pasivos__ 

Manifiesta que fue parte integrante del Tribunal que conoció el recurso de (\�-- -

apelación presentado por la señorita Iza Pilataxi. Con respecto a la actuación de�� 1 
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la Corte Provincial de Justicia de Napo, manifestó que no es cierto que se haya 
violentado el derecho a la tutela judicial efectiva, considerando que la ahora 
accionante ha podido presentar todos los recursos disponibles en la sede judicial, 
llegando incluso ahora a la sede de la Corte Constitucional. 

Para justificar su decisión realizó un repaso de la cronología del caso e hizo 
hincapié en que luego de ejecutoriadas las decisiones del doctor Merino, respecto 
de los recursos de apelación y de hecho en el año 2011 ,  la accionante interpuso 
una acción extraordinaria de protección signada con el N.0 0205-11-EP, acción 
constitucional que fue inadmitida por la Corte Constitucional, para el período de 
transición, por lo que la presente acción extraordinaria de protección estaría 
siendo presentada por los mismos hechos de la acción antes mencionada. 

Manifestó que la presente acción no puede prosperar, considerando que pese a 
encontrarse ejecutoriados la sentencia de primera instancia y el auto que negó la 
apelación, luego de 15 meses de dicha ejecutoría, el señor Juez Urgilez dio paso 
al recurso de apelación, elevándolo a segunda instancia, situación que obligó a la 
Sala Única a rechazar el recurso de apelación, en base al principio de preclusión 
y seguridad jurídica, que impiden que los recursos sean interpuestos luego del 
momento procesal oportuno. 

Terceros interesados 

Nelly del Carmen Cabrera en representación del jefe de Cuerpo de 
Bomberos y del alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 
de Archidona 

En cuanto a la legalidad del acto de destitución, manifestó que la señorita Iza 
Pilataxi, al momento en que fue separada de su cargo, ostentaba la calidad de 
voluntaria, por lo que no existirían derechos laborales en cuestión. 

Katya Ponce en representación de la señora Carmen Violeta Pilataxi, 
miembro principal del Consejo Cantonal de Protección de Derechos de 
Archidona, organización de mujeres, para el período 2014-2019 

La señora Ponce manifiesta que ella y la organización de mujeres a la que 
representa fue partícipe de la lucha seguida por la señorita Iza por sus derechos, 
en virtud de que fue destituida arbitrariamente y por razones de índole machista. "� 
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Expresa que jamás le periilitieron sii"derecho a la defensa, que el propio alcalde 
del Municipio de ArchiOona, en las reuniones celebradas respecto de la causa, 
expresó que)a lábor de bombero no era una tarea para las mujeres, por lo que 
correspqndíá destituirla. Manifiesta que las autoridades se valieron hasta de los 
medioS< de comunicación para denigrar a la señorita Iza, llevándola incluso a 
quérerse suicidar. 
' 

Lo que exigen es que los derechos humanos de la señorita Iza sean reparados por 
todo el daño generado, no solo a ella, sino a todo el género femenino en Napa, el 
cual ahora duda de sus derechos y la forma como los protege el sistema judicial 
de Napo. 

Klever Á valos Silva en representación del procurador general del Estado 

Manifiesta que la sentencia de la Corte Provincial que hoy se impugna, en los 
considerandos cuarto, quinto y sexto, además de negar el recurso de apelación, 
analizó el fondo de la acción de protección, y por tratarse de temas de plena-< 
legalidad, detenrlÍnó __ que el juez constitucional era incompetente pa!éLCOnóéer la 
causa. No obstante, se reconoc� gue falta motivaciól!�!tJa decisiónlmpugnada. 

�----� -----------��--------------- "---� --
-11. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE 

-CONSTITUCIONAL 

Competencia 
---

La Corte Constitucional es competente para conocer_y resolver sobre las acciones 
extraordinarias de protección contra sentencias, autos oefinitivp�y resoluciones 
con fuerza de sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos-94 y 43}_ 
de la Constitución dé la República, en concordancia con los artículos 63 y 191 
numeral 2 literal d de la- Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, y de acuerdo con el artículo 3 numeral 8 literal e y tercer inciso 
del artículo 46 de la Codificación deL�eglamento de Sustanciación de Procesos 
de Competencia de la Corte ConstitucionaL _ 

Legitimación activa 
-----

La accionante se encuentra legitimada para interponer la presénte �a�ción 
extraordinaria de protección, en virtud de cumplir con los requerimi�tos -----

___ 

establecidos en el artículo 437 de la Constitución de la República y de � 

conformidad con el artículo 439 ibidem, que establece que las acciones \\.)1 
J 
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constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano 
· individual o colectivamente y en concordancia con el artículo 59 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

Naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección 

La acción extraordinaria de protección prevista en el artículo 94 de la 
Constitución de la República es una garantía jurisdiccional creada por el 
constituyente con el fin de garantizar, proteger, tutelar y amparar los derechos 
constitucionales y el debido proceso que por acción u omisión, sean vulnerados o 
afectados en las decisiones judiciales. 

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en contra de 
sentencias, autos definitivos o resoluciones con fuerza de sentencia, una vez que 
se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término 
legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a 
la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 

En tal razón es un mecanismo excepcional que busca garantizar la supremacía de 
la Constitución frente a acciones y omisiones en las actuaciones de los jueces. No 
se trata de una instancia superpuesta a las ya existentes, ni la misma tiene por 
objeto deslegitimar o desmerecer la actuación de los jueces ordinarios; por el 
contrario, tiene como único fin la consecución de un sistema de justicia 
caracterizado por el respeto y sujeción a la Constitución. 

Análisis constitucional 

En el presente caso, le corresponde al Pleno de la Corte Constitucional examinar 
si en la sentencia de apelación dictada el 19 de febrero de 2013 a las 14:39, por la 
Sala Única de la Corte Provincial de Napa, se produjo vulneración de derechos 
constitucionales, para lo cual la Corte Constitucional procede a realizar el 
análisis de fondo sobre la base del desarrollo del siguiente problema jurídico: 

La sentencia dictada el 19 de febrero de 2013, por la Sala Única de la Corte 
Provincial de Justicia de Napo, ¿vulneró el derecho constitucional de la 
accionante, a la tutela judicial efectiva garantizado en el artículo 75 de la 
Constitución de la República? 

Como un primer punto a considerar, esta Corte estima importante determinar la 00, 
forma en la que el derecho a la tutela judicial efectiva se encuentra desarrollado '« \\ 
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en nuestra Constitución. A§í, el-arfíci.Ilo 75 de la Norma Suprema establece: 
"Toda persona tiene_derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y e�pedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmedia�ión/ y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El 
incutp.pllmiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley"1 •  

,Tomando en cuenta este precepto constitucional, es necesario recordar cómo se 
/ ha pronunciado la Corte Constitucional respecto de la tutela judicial efectiva. En 

tal sentido, a través de la sentencia N.0 020-10-SEP-CC, se estableció: 

El derecho a la jurisdicción o derecho a tutela judicial efectiva, equivale al derecho que 
tiene todo ciudadano de concurrir al órgano judicial en procura de justicia; constituye un 
derecho humano fundamental que debe estar "... libre de restricción y absolutamente 
inviolable, corresponde no solo al que estimula primero la jurisdicción, sino también al 
emplazado a defenderse de la pretensión de aquel". La tutela judicial no se agota con el 
mero acceso al órgano judicial, sino que requiere además que se cumpla la garantía del 
debido proceso, cuyo meollo radica en el derecho a la defensa, que ".. .  responde al 
impulso natural de la defensa, instinto atávico del ser humano a la postre convertido en 
derecho objetiy_o por el ordenamiento positivo"2• 

__ _ 
--- .-· 

- �- ____ .. . -- -

Ahora bien, luego de la exposición-constitucionaly-jurispfiidencial que sustenta a 
la tutela judicial efectiva, es pertinente realizar una verificación cronológica de 
las acciones empren�idas por la accionante tendientes a contar con la posibilidad 
que sea conocido eftecl!rso de apelación en segunda instancia, por cuanto en 
primera instancia, se le negó l(i pretensión planteada; esto con la necesidad de 
comprobar si se ha garantizado eT-dere�II_� a la tutela judicial efectiva. 

La sentencia de primera instancia en la que �enegó-l!l�acción de protección 
planteada fue dictada el 14 de diciembre de 2010 y notificada�el16-de_Qiciembre 
de 2010, por lo que la accionante, de conformidad a lo dispuesto por el artícUlo-- - ---- __ __ _ _ 
24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
contaba con tres días hábiles para impugnar dicha decisión; es decir, su 
impugnación podía ser presenúida hasta el 21 de diciembre de 2010, como 
efectivamente se hizo, conforme consta-de los recaudos procesales a fojas 298 a 
306 del expediente de primera instancia. -

No obstante, el juez primero de lo civil de Napa de ese-enton�s, doctor Marco 
Merino Garzón, en el auto del 23 de diciembre de 2010 a las�ll;OO,_negó el ("1_ 
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rpuesto por cuanto, a su criterio, fue presentado�fuera_\ttt!; 

L ___ _ 
1 Constitución de la República de Ecuador, artículo 75. 

- 1\' 
2 Corte Constitucional del Ecuador, para el período de transición, sentencia N.0 020-10-SEP-CC, caso N.0 0583-09-EP del 1 1  de 

mayo de 2010. 
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del término determinado por la ley, argumentando la aplicación del inciso 
primero del artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, en concordancia con el numeral 3 del artículo 8 de la 
misma ley y el artículo 86 numeral 2 literal b de la Constitución; es decir, a 
criterio del juez, los tres días hábiles para presentar la acción debían entenderse 
como días plazo y no término. 

Al respecto, es importante en este punto indicar lo que en su debido momento la 
Corte Constitucional, para el período de transición, determinó respecto de los 
términos y plazos a observarse para la presentación de recursos; es así que en la 
sentencia N.0 001-1 1-SCN-CC del 1 1  de enero de 201 1, al resolver una consulta 
de norma, en ejercicio del control concreto de constitucionalidad, estableció que: 

El artículo 11, numeral 5 de la Constitución de la República determina de manera clara 
que en materia de derechos y garantías constitucionales se deberá aplicar la norma y la 
interpretación que más favorezca su efectiva vigencia; en consecuencia, cuando la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional se refiere a "días 
hábiles" para presentar el recurso de apelación, lo asimila a TÉRMINO y no a PLAZO, 
pues para guardar concordancia con el mandato constitucional contenido en el artículo 76, 
numeral 7, literal m, debe procurar el acceso idóneo a los órganos jurisdiccionales, 
guardando siempre las garantías mínimas del debido proceso, entre ellas el derecho a una 
adecuada defensa. Hay que tomar en cuenta que el derecho a la tutela judicial efectiva 
también significa eliminar cualquier obstáculo que impida el libre acceso a la justicia3• 

Así también y en tanto resulta pertinente, es necesario hacer mención a la 
siguiente regla jurisprudencia! dictada por la Corte Constitucional, contenida en 
la sentencia N.0 045-13-SEP-CC: 

Dentro de las garantías jurisdiccionales, cuyo conocimiento les corresponde a los jueces 
de primera instancia conforme lo prescrito en el artículo 86, numeral 2 de la Constitución 
de la República, el recurso de apelación podrá ser interpuesto por los intervinientes dentro 
de la misma audiencia, o en el término de tres días después de haberse notificado la 
sentencia. En el caso de haberse presentado un recurso de ampliación y/o aclaración 
correrá desde la notificación del auto que conceda o niegue la aclaración y/o ampliación, 
sin perjuicio de su inmediato cumplimiento conforme lo establecido en la Constitución y 
la ley4• 

3 Corte Constitucional del Ecuador, para el período de transición, sentencia N.0 001-1 1 -SCN-CC, caso N.0 0031 -10-CN 
(acumulados) delll de enero de 201 1.  
4 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia

.
N.0 045-13-SEP-CC, caso N.0 0499-1 1 -EP. 
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Ante este error inexcusable5 ppr.partedeij�ez constitucional, que posteriormente 
fue lo que generó �,U désiitución por parte del Consejo de la Judicatura, la 
accionan te pr�sent6. diversos escritos de impugnación y apelación de la negativa 
para concedér tal recurso por extemporáneo; incluso, acudiendo a la Corte 
Con�JitúCional con una primera acción extraordinaria de protección impugnando 
el,señalado auto, la cual fue inadmitida por no reunir los requisitos previstos en el 

.. ártículo 61 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
· Constitucional. 

Es así que el 16 de febrero de 2012, la accionante presentó un nuevo escrito ante 
el nuevo juez primero de lo civil de Napo, en el que solicitó que se declare la 
nulidad de todo lo actuado a partir del escrito del 21 de diciembre de 2010 a las 
17:55, que contiene la interposición del recurso de apelación de primera 
instancia, pues según lo consideraba la accionante, desde ese momento procesal 
se la dejó en indefensión, vulnerándose sus derechos constitucionales. 

Ante el pedido formulado por la accionan te, el juez primero de lo civil de la -
Corte Provincial de N apo, a través del auto correspondiente, señaló_ que aCno 
haberse pronunciadoeljuez _�aliente respecto al pedid<:) _de la ·revOcatoria de la 
providencia dictada el 23 de--diciembre ·del año·· 2010 a las 1 1 :00, "en 
consecuencia de lo dicho, la aludida providencia no se encuentra ejecutoriada 
legalmente, conforme lo dispone el Art. 289 del Código de Procedimiento Civil, 
siendo obligación de los . �ervidores judiciales atender de manera favorable o 
desfavorable las peticiones qu�_ en derecho introduzcan al expediente los 
litigantes, lo cual tiene que ver con�el derecho a la tutela judicial efectiva 
prescrita en el Art. 75 de la Carta Magna ··(-. . . 1 En consecuencia revoco la 
providencia dictada el 23 de diciembre del año 2010�-a las l1hj)O, y dispongo que 
dejando copias debidamente certificadas en el expediente subanautos·al sup��ior 
a fin de que sea atendida lo que en derecho corresponda". - --� 

De esta manera el juez a quo, resolvió remitir la causa a la Sala Única de la Corte 
Provincial de Justicia de Napo, a ·fin �e que se resuelva el recurso de apelación 
interpuesto por la accionante en su momento. En este sentido, el Tribunal de 
Apelación resolvió a través de sentencia, lo siguient�: 

El auto de negación del Recurso de Apelación de la Resolución�dictada por el Juez 
Merino, se encontraba ejecutoriado, requisito legal necesario para presentar di¡¿ha acción. 

-�- .-

Por todo lo expuesto, esta Única Sala de la Corte Provincial de Napo, está, AdminiStrando_ 
8;1 .. 

·· 
.. . 

5 Afirmación de la accionan te que consta a fojas 349 del cuarto cuerpo del expediente de primera instancia, y que es ratificada por \ �r� -

los ju� de la
. 

Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Napo, en su sentencia contenida a fojas 59 del expediente de �\ , segunda mstanc1a. 
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Justicia EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, POR 
AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, rechaza 
el Recurso de apelación propuesto por la accionante Jessenia Paola Iza Pilataxi, que 
indebidamente ha dado trámite el Sr. Juez primero de lo Civil de la Corte Provincial de 
Napa Dr. Klever Urgilez, disponiendo que se haga conocer de su actuación procesal, al 
señor Presidente del Consejo de la Judicatura .. . 

Como se puede verificar, la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de 
Napo, por cuanto consideró que se encontraba firme el auto que negaba la 
solicitud de apelación de la accionante, rechazó el recurso de apelación sin 
realizar un análisis de fondo de la sentencia impugnada de primera instancia. 

En este punto del análisis y con el afán de establecer si existe vulneración del 
derecho señalado, es importante para la Corte Constitucional determinar si en el 
caso sub judice, se ha cumplido con los principales elementos constitutivos de la 
tutela judicial efectiva o no, para efecto de lo cual es fundamental partir de las 
siguientes reflexiones: 

En cuanto al elemento de acceso al sistema de justicia, de lo planteado en el 
presente fallo, se puede verificar que este acceso en la instancia de apelación 
presentó una serie de limitaciones, por cuanto el juez de primera instancia 
interpretó de forma inadecuada las disposiciones relativas al término para la 
presentación del recurso de apelación. Es así que el recurso de apelación fue 
presentado por la accionante el 21 de diciembre de 2010, el cual fue negado por 
el juez primero de lo civil de Napo mediante auto del 23 de diciembre de 2010, 
que en su parte pertinente señaló: "Por cuanto en el escrito en mención la 
accionante interpone el recurso de apelación del auto dictado en la presente causa 
con fecha 14 de diciembre de 2010, y notificada con fecha 16 de diciembre de 
2010; Y en vista de que dicha accionante ha interpuesto tal recurso de apelación 
con fecha 21 de diciembre de 2010, este recurso se encuentra presentado fuera 
del término constitucional . . .  ". 

Ante la negativa, la accionante presentó el 27 y 28 de diciembre de 2010, escritos 
en los que interponía un recurso de apelación y revocatoria respectivamente, del 
auto señalado en líneas anteriores que negaba el recurso de apelación de la 
sentencia de primera instancia; por lo que el 30 de diciembre de 2010, el juez de 
primera instancia, doctor Marco Merino Garzón, mediante auto indica "se niega 
la apelación interpuesta a la providencia dictada y notificada el 23 de diciembre f'\r\ del año en curso". "\'.'\f' \ 
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Asimismo, el 3 de enero de )Oll;·la··ae-�andante presenta un recurso de hecho 
ante el juez primero _de loélvil de Napa, por su negativa de concederle el recurso 
de apelación preséÍltado y el 4 de enero de 2011 ,  presentó un escrito insistiendo 
en que se remita el expediente ante el superior para que conozca la causa en 
segundá instancia; al respecto el juez de primera instancia mediante auto del 7 de 
eq.eio de 201 1,  indicó que " . . .  se niega la interposición del recurso de hecho; se 

/ádvierte además que el suscrito juez en ninguna providencia ha calificado la 
· procedencia o improcedencia del recurso de apelación interpuesto, lo que se ha 

dispuesto es negar dichos recursos por estar presentados en forma extemporánea 
y por improcedentes". 

En este mismo orden, el 8 de enero de 201 1,  la accionante insiste con un escrito 
en el que solicita que "el secretario del juzgado primero de lo civil de Napa 
siente razón del por qué no quiso recibir el escrito de apelación ( . . .  ) el día sábado 
18 dediciembre de 2010"; es así que el juez primero de lo civil de Napa, elll de 
enero de 201 1, mediante auto indicó que se niega lo solicitado por improcedente 
e impertinente� 

__ 

Con lo expuesto, la-aeinanda!l!e presentó ante la Corte �onstitucioñaÍ�na acción 
extraordinaria de protección ellOae·enero de-20ll:·en contra del auto del 23 de 
diciembre de 2010, mediante el que el juez primero de lo civil de Napa rechazó 
el recurso de apelacióp.; acción que fue inadmitida el 21 de marzo de 2011 ,  por la 
Sala de Admisión de la -C9rte Constitucional, por cuanto no cumplió con los 
requisitos previstos en el artículo� 61 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. �-- --.. 

� -�� 
Mediante eséritp del 16 de febrero de 2012, presentaoD-porJa_gtccionante ante el 
nuevo juez primero de lo civil de Napa, en el que se pidió que seTome- en.cuel!_�a 
la destitución emitida �1 25 de enero de 2012, al juez anterior, por parte der· �-� ----- -- ---- . 
Consejo de la Judicatura�- por su error en la aplicación del término para impugnar 
la sentencia, la demandante solicita que "se declare la NULIDAD DE TODO LO 
ACTUADO a partir de mi escrito de.fecha 21 de diciembre de 2010, las 17h55 
que contiene la interposición de mi RECURSO DE APELACIÓN ya que de este 
momento procesal inicia la VIOLÁCIÓ� DE MI DERECHO 
CONSTITUCIONAL, acto inmotivado que se - ·tornª nulo y debe ser 
DECLARADO NULO, a fin de que usted señor Juez envíe erproc_eso al Superior 
por haberse .int�rpuesto dentro de mi Recurso el día hábil conformelo-señ_al�a /h_ 

Corte ConstituciOnal". -��'--�- �-
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Finalmente, y en observancia de lo señalado en el párrafo anterior, fue concedido 
el recurso de apelación quince meses después de la solicitud inicial por el juez 
primero de lo civil de Napa, ordenando que suban los autos al superior, esto es la 
Corte Provincial de Justicia de Napa, para que pueda resolver conforme a 
derecho. 

Con lo expuesto se verifica que el acceso al sistema de justicia fue otorgado, pero 
es claro que para que la accionante efectivamente se haya beneficiado de este 
derecho, tuvo que realizar diversas diligencias procesales y esperar cerca de un 
año y medio, poniendo en evidencia una inobservancia al principio procesal de 
celeridad y principalmente una vulneración de la garantía establecida en el 
artículo 75 de la Constitución. 

Una vez que ha quedado evidenciada la afectación del derecho a la tutela judicial 
efectiva en el elemento constitutivo del acceso a la justicia, conviene referirse a 
una posible vulneración de un segundo elemento, esto es el debido proceso en la 
garantía de la defensa, la misma que a criterio de la Corte Constitucional se la 
debe interpretar como una de las principales garantías del debido proceso, 
entendida como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de 
cualquier proceso o actuación judicial administrativa, de ser oída, de hacer valer 
las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las 
pruebas en contra, de solicitar la práctica y evaluación de las que se estime 
favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga6• 

Así también y desde la óptica de la doctrina, la Teoría General del Proceso 
determina que el derecho a la defensa constituye la materialización del principio 
de igualdad, bilateralidad o contradicción, entendido como un principio que 
domina al proceso y significa una garantía fundamental para las partes, dado que 
importa el tratamiento igualitario de los litigantes y se entiende que resulta del 
principio constitucional de igualdad ante la ley7• 

Es así que, tomando en cuenta estas consideraciones jurisprudenciales y 
doctrinarias, esta Corte, dentro de su examen, evidencia que en la sentencia de 
segunda instancia dictada por la Corte Provincial de Justicia de Napa, los jueces 
de la Sala Única, no observaron esta garantía de la defensa dentro del debido 
proceso como elemento constitutivo de la tutela judicial efectiva, por cuanto no 
atendieron en sentido alguno el fondo del asunto controvertido, ya que 
rechazaron el recurso de apelación al considerar como único argumento para \ � 

'O>rt< "'"";"d�l dcl &.•do•, �-oc;, N." 008-13-SCN-cc, =N." 0033-ú9-CN (•ru=l•d�). \� \ 
7 Enrique Vescovi, Teoría General del Proceso, Editorial Temis, Santa Fe de Bogotá, segunda· edición, 1999, p.54. 
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emitir su fallo, que no se debjó conceder �� recurso por parte del juez primero de 
lo civil de Napa, y�_gue había precluido la potestad de solicitarlo. 

En este qúsfuo sentido y ratificando lo expuesto, la doctora Mercedes Almeida 
Villacrés, presidenta de la Corte Provincial de Justicia de Napa, quien además 
fu� miembro de la Sala Única que conoció y dictó la sentencia materia de este 
.análisis en segunda instancia, dentro del informe de descargo solicitado por esta 
Corte en esta acción extraordinaria de protección, indicó: "por lo expuesto, no 
era procedente analizar los fundamentos del recurso planteado por la accionante, 
la Única Sala de la Corte de Justicia de Napa, no podía retrotraerse a analizar un 
auto y una sentencia que se encuentra en firme ( . . .  ), con fundamento en ello, la 
Única Sala de la Corte de Napa ha emitido su resolución, rechazando el recurso 
de apelación". 

De esta manera y del análisis de la sentencia impugnada, así como de los 
recaudos procesales, se determina que la garantía de la defensa dentro del debido 
proceso, como un segundo elemento constitutivo de la tutela judicial efectiva, 110 .. 

pudo ejercerse de fo[ma adecuada por parte de la accionan te, en tantO}lO se llegó 
a solicitar la intervención-dej�_s partes, a valorar de f�!!lla algunalo actuado, ni 
los elementos probatorios aporiaaos�·asrcomotámiJOco se realizaron nuevas 
diligencias tendi�ntes a esclarecer la controversia y determinar si existió la 
vulneración de dere<;hos constitucionales; es decir, la accionante no pudo 
materializar de forma··. e(ectiva los principios procesales de igualdad y 
bilaieralidad . o contradicción·- qu� son · rasgos propios y característicos del 
ejercicio de la señalada garantía. --- -

Con las consideraciones hasta aquí señaladas, la c
"Ort:e-constitucional considera 

que no se han observado de forma adecuada dos de los elementos constitutiY.QS 
de la tutela judicialef�ctiva, por cuanto existió omisión o inobservancia der·-.

.
.. _________ .. 

debido proceso afectándose los principios de celeridad e inmediación en cuanto 
al acceso a lá justicia, por lo q_ue.se concluye que este derecho constitucional fue 
vulnerado por los jueces de la Sala ÚJ.!ica de la Corte Provincial de Justicia de 
Napa en su sentencia. 

Consideraciones adicionales de la Corte Constitucional__ 

La accionan te presentó la demanda de acción extraordinaria
�

de -prot���ión 
respecto de la sentencia de 19 de febrero de 2013, dictada por la Sala Unica dela·-...... . 
Corte Provincial de Justicia de Napa, que rechaza el recurso de apelación 
propuesto, asunto que ya fue analizado, evidenciándose la manifiesta 

~ 
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inobservancia e indebida aplicación de preceptos y normas constitucionales en 
dicha sentencia; en virtud del principio iura novit curia8, y observando la más 
efectiva aplicación de los derechos constitucionales, esta Corte está plenamente 
facultada para analizar y pronunciarse sobre aspectos no argumentados por la 
accionante y realizar un análisis con perspectiva de género respecto de la 
separación de su cargo en el Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona. 

El principio iura novit curia consiste en que el juez constitucional, a partir de la 
activación de una garantía jurisdiccional, está facultado para fundamentar su fallo 
en disposiciones constitucionales, aunque las partes no las invoquen 
expresamente. De tal modo que puede sustentar su resolución en alegaciones no 
esgrimidas o fundamentadas por estas. 

La Corte Constitucional a través de su sentencia N.0 1 18-14-SEP-CC del 6 de 
agosto de 2014, se refiere al principio de iura novit curia en los siguientes 
términos: 

El artículo 4 numeral 13 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional consagra el principio iura novit curia, en virtud del cual, esta Corte se 
encuentra plenamente facultada para analizar y pronunciarse sobre los hechos presentados 
a su conocimiento, en aplicación de normas no argumentadas por la accionante, cuando 
ello podría generar afectación a derechos constitucionales. Lo dicho es posible y 
jurídicamente aceptable, más aún si se toma en consideración que la acción extraordinaria 
de protección, al igual que las demás garantías jurisdiccionales, goza de un carácter de 
informalidad para su presentación, conforme lo establece el artículo 86 numeral 2 literal e 
de la Constitución. 

En virtud de lo expuesto, la Corte Constitucional, en mérito del principio iura 
novit curia, así como de las declaraciones expuestas en audiencia por parte de la 
accionante y terceros interesados, procederá al análisis del caso, a fin de 
esclarecer la existencia o no de un trato discriminatorio en razón de género sobre 
la señorita Yessenia Paola Iza Pilataxi, con miras a tutelar de manera efectiva e 
inmediata los derechos constitucionales de la accionante que, conforme obra del 
proceso, han sido afectados. Bajo este propósito, la Corte entrará al análisis del 
siguiente problema jurídico: 

Las circunstancias por las cuales la señorita Y essenia Paola Iza Pila taxi fue 
separada de su actividad laboral en el Cuerpo de Bomberos Municipal-de 
Archidona, ¿se enmarcan dentro de las denominadas categorías sospechosas 

8 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, artículo 4 numeral 13. lura novit curia.- La jueza o juez 
podrá aplicar una norma distinta a la invocada por los participantes en un proceso constitucional. 
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o criterios sospechosos -que - · implicaría en consecuencia, un trato 
discriminatorio p�� ser mujer? 

Con el fi!l dé desarrollar el problema jurídico propuesto, es necesario abordar dos 
temas/tentrales: el de los criterios o categorías sospechosas y el de la 
discriminación laboral de las mujeres en distintos ámbitos de desarrollo 

/profesional. 

Criterios y categorías sospechosos 

Cuando la Constitución de la República, en su artículo 1 1  numeral 2 consagra el 
principio de igualdad real y no discriminación, su interpretación se decanta en 
algunas preguntas que tienen como finalidad dar contenido a estas cláusulas o 
principios constitucionales y es que: ¿Cuál es la pauta interpretativa que deben 
utilizar los jueces y tribunales cuando una de las partes invoca que mediante un 
acto o una disposición determinada se viola el principio de igualdad?9, ¿cuáles 
son los criterios para considerar que un trato es discriminatorio?, ¿cuándo 11n 
trato diferenciado -ng constituye un trato discriminatorio?, ¿qué se egHendé�por 
categorías sospechosas? -- --

· 

Nuestra norma constitucional al parecer es específica y taxativa al establecer 
criterios por los cuales nadie podrá ser discriminado; la misma disposición 
constitucional (artículü·-u. !lumeral 2 de la Constitución de la República10), es 
amplia al determinar que nadie_ podrá ser discriminado por cualquier otra 
distinción, personal o colectiva, temporal o permanente que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reco�ocimien_!�, goce o ejercicio de los 
derechos. La inclusión de estos criterios o categorías ron tenidos en el artículo 
referido es lo que en doctrina se han denominado las categonás ·o - crite_ti_os 
sospechosos. 

Las categorías sospechosas scm criterios utilizados tanto por el Estado, como por 
los particulares con miras a realizar diferencias que nunca parecerían justificarse; 

9 Hemán Víctor Gullco, "El uso de las categorías sospechosas en el derecho argentino" en El Derecho a la Igualdad, Aportes para 

101 collstituciollalismo igualitario, Marcelo Alegre y Roberto Gargarella (coordinadores), ktxis Nexis Argentina S.A, 2007, p. 
253. Citado en sentencia 080-13-SEP-CC, caso 0445-11-EP, Corte Constitucional del Ecuador>-·-. 

10 Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: Nadie podrá ser discriminado_por razones de etnia, 
lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideologfa;filiación política, 
pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar Vlll, dlseapacidad, 
diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado-··-��-
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. la ley sancionará toda forma de discriminación. El Estado · --
adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en \ti.\� 
situación de desigualdad. 

'"""' 
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y que en otros casos se presentan también como justificativos utilitaristas 
apelando a categorías como: el orden jurídico, el orden público, la moral pública, 
las buenas costumbres, etc. "La calificación de una categoría como sospechosa 
no es una cuestión menor, desde que aquella deposita en aquel que realiza la 
distinción la carga de la demostración argumentativa de que existe un interés 
estatal urgente, si se trata del ámbito estatal, o de una excepción basada en lo que 
la jurisprudencia de los Estados Unidos ha denominado 'calificación ocupacional 
de buena fe' ,  si la distinción se realizara en la actividad privada a fin de superar 
la presunción de inconstitucionalidad"11 •  

Así, las categorías sospechosas para la Corte Constitucional son aquellas 
utilizadas para realizar tratos "diferentes" respecto de ciertos grupos o personas 
vulnerables que no resultan razonables y proporcionales, cuyo uso ha estado 
históricamente asociado a prácticas que tienden a colocar en situaciones de 
desventaja o desprotección a grupos de personas generalmente marginados y que 
sin ser taxativos, se encuentran contenidos en el artículo 1 1  numeral 2 de la 
Constitución de la República. 

El sexo se configura en los diversos ordenamientos jurídicos como una categoría 
sospechosa, en el sentido que toda diferencia de trato que se base en ella se ve 
sometida a un análisis estricto, esto es un análisis que exige un nivel muy alto de 
justificación. 

El Tribunal Constitucional español, señala que el carácter sospechoso de la 
diferencia de trato por sexo implica la necesidad de usar en el juicio de 
legitimidad constitucional un canon mucho más estricto y que implica un mayor 
rigor respecto a las exigencias materiales de proporcionalidad. Este escrutinio 
escrito aparece exigido al menos en tres tipos de situaciones: 

a) Cuan do la diferen cia de trato se debe expresamen te a con sideracion es relativas al 
sexo de los afectados, este tipo de situacion es, es ciertamen te cada vez más 
reducido; difícilmen te un a n orma o un a actuación admin istrativa justifi carán 
tratami en to desfavorable in vocan do abiertamen te la perten en cia al sexo femen in o 
( . . . ) La jurispruden ci a con sti tuci on al española ofrece algun os ejemplos de este ti po 
relativos al in greso en las F uerzas Armadas, o a profesion ales de especi al 
pen osidad como la de ayudan te de min ero. 

11 Roberto Saba, "(Des) Igualdad estructural" en El Derecho a la Igualdad, Aportes para w1 collstituciollalismo igualitario, Marcel�� 
Alegre y Roberto Gargarella (coordinadores), Lexis Nexis Argentina S.A, 2007, pp. 193-194. Citado en sentencia 080-13-SEP-
CC, caso 0445-1 1-EP, Corte Constitucional del Ecuador. 
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b) Pr oc ede t ambi én, el esc ruti nio estrict o c uando l a  di ferenci a de t rat o se hac e deri var 
no i nmedi at af!l ent e del sex o, pero sí de ci rc unst anci as di rect a o i nmedi at ament e 
rel aci onadas c on el mi smo ... 

e) "M ás c ompl ejo es el supuest o  en el que l a  di ferenci a de t rat o se debe a 
c aract erístic as que no aparec en forzosa e i nmedi at ament e vi nc ul adas al sex o, p ero 
que en l a  práctic a se enc uent ran est rec hament e rel aci onadas c on l a  pert enenci a a 
uno u ot ro sex o ( usual ment e femeni no). Nos enc ont ramos así c on c asos de l a  
denomi nada di sc ri mi naci ón i ndi rect a. La juri sprudenci a c onstit uci onal español a ha 
puest o t ambi én el ac ent o en est e ti po de di sc ri mi naci ón: es deci r el t rat o 
desfavorabl e  en vi rt ud de una c aract erístic a que no aparec e  i nmedi at ament e 
vi nc ul ada al sex o, pero que en l a  práctic a supone poner a l a  mujer, en una posici ón 
desfavorabl e1 2 ••• 

Se observa a lo largo de nuestra historia más reciente que la discriminación de la 
mujer en el aspecto laboral se recubre con argumentaciones sutiles que pretenden 
justificar razonablemente su separación de numerosos trabajos a fin de lograr una 
supuesta "protección" del sexo femenino. Ocurre, sin embargo, que con 
demasiada frecuencia se ha venido utilizando el argumento de la debilidad físic'!/ 
de la mujer para impedirle el acceso a ocupaciones tenidas por "pelig�osas";�así 
como para remuneniile -COQ salarios notablemente inferio��s a-los-dél hombre, o 
incluso para poner fin a su tr�bajó-a causa de su maternidad. 

La prohi bici ón d� di scri mi naci ón c on base en el género, bast ant e generali zada en l os 
i nst rument os que reco noc en derec hos humanos - al menos en el mundo occi dent al- , ti ene 
c omo fundament o  el imp erati vo de que t oda di ferenci aci ón que se haga t enga c omo 
fundament o  el ement os de l os--c uale s  sean responsabl es o sobre l os que t engan al gún 
c ont rol l os s ujet os di ferenci ados; en senti do _ _() puest o, se ent enderán c omo sospec hosas l as 
di ferenci aci ones basadas en el ement os i nnatos� a -l os sujet os, que no dependen de su 
vol unt ad y q ue hagan part e de su esenci a c omo per s�as:-D esd(!_g ue el género no es un 

· c rit eri o  que sea_ c ont rol abl e  por l as personas, en pri nci pi o c ual qui er disti nció nq u_e se haga 
sobre est a base te ndrá un el ement o  de i njustici a i nherent e en su esenci a. �-- -

Lo ant eri or no si gni ficá · que no puedan exi sti r di ferenci as basadas en el género de l as 
personas. Si gnific a que una di sti nci ón en ese senti do t endrá sobre si l a  nec esi dad de 
sobrepasar una presunci ón de i ncün stit uci onali dad que deberá ser desvi rt uada por qui en 
t enga i nt ereses en l a  utili zaci ón de diclia· di ferenci a, demost rando que l a  mi sma busc a  l a  
reali zaci ón de un fi n  c onstit uci onal ment e  va.lio so y que t al di ferenci aci ón result a un 
medi o adec uado para c onsegui rl o1 3• 

------

En tal virtud, quien acude a estas categorías o factores -sospe�<;hosos para \\ í\ 
establecer diferencias en el trato, se presume que ha incurrido en uná conducta_\�� \ 

_ 
12 Aores Giménez, Fernando. "Género y Derecho Constitucional", Instituto de Derecho Comparado Universidad Carlos m de '"\ � 
Madrid, Comisión Europea, Tribunal Constitucional, Corporación Editora Nacional, p. 26. 
13 Sentencia T Corte Constitucional de Colombia. 
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arbitraria. Si la Constitución ha previsto el derecho a la igualdad formal, igualdad 
material y no discriminación (artículo 66 numeral 4 de la Constitución de la 
República), resulta difícil pensar que una actividad, sea laboral, política, 
académica o de otro tipo, pueda estar condicionada por el sexo, la edad, la 
nacionalidad, etc., y las consecuencias propias que ello implica. 

Resulta claro para esta Corte, en primer lugar, que todas aquellas "distinciones" 
que se fundan en los criterios expuestos en la norma constitucional del artículo 
1 1  numeral 2 de la Constitución de la República, prima facie son 
inconstitucionales a menos que se demuestre lo contrario, dada la carga 
argumentativa y probatoria que implica justificar para quienes establecen un trato 
diferente que el mismo es razonable y proporcional, y en segundo lugar, solo una 
justificación razonable exime a quienes hayan establecido distinciones, de la 
responsabilidad que pueda imputárseles un tratamiento discriminatorio. 

Por otro lado, la norma constitucional del artículo 1 1  numeral 2 prohíbe tanto una 
discriminación directa, así como una discriminación indirecta, las mismas que 
tienen por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos. La discriminación directa que tiene por objeto, es una discriminación 
expresa, dir�cta -valga la redundancia-, y explícita; en tanto que la 
discriminación indirecta que tiene por resultado, es una discriminación que a 
primera vista aparece como neutral14 o invisible, pero que es irrazonable, injusta 
y desproporciona!. 

A pesar que no son pocos los casos en que no se hace una alusión directa o uso 
directo de estas categorías sospechosas para realizar tratos diferentes 
irrazonables, lo cual implicaría una actitud abiertamente inconstitucional, la 
discriminación indirecta que tiene por resultado es cada vez más frecuente, dado 
el ropaje o apariencia de buen derecho que comporta recurrir a criterios o 
categorías aparentemente justificables por parte del Estado o de los particulares, 
que en el fondo implican un trato discriminatorio. 

El derecho internacional de los derechos humanos no solo prohíbe políticas, 
actitudes y prácticas deliberadamente discriminatorias, sino también aquellas 
cuyo impacto es discriminatorio contra cierto grupo de personas, cuando no se 
pueda probar la intención directa de tal discriminación. La Corte destaca que la 
utilización de categorías tales como la raza, el sexo, la nacionalidad, la identidad � 
" Jodi<h '''"'"· ""'""""' do po�o� y gru""' do "'"'"" priori""' '" b "'"'"'""'"" '" U """' """";rucióo dcl """'"'· � 

Estado, derechos e instituciones, Santiago Andrade y otros (editores), Quito, Corporación Editora Nacional, p. 139. Citado en �\ 
sentencia 080-1 3-SEP-CC, caso 0445-1 1 -EP, Cone Constitucional del Ecuador. 
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cultural, un estado de salud, �on -justificables únicamente en la medida en que el 
fin propuesto sea a!llinorá.r las desigualdades existentes, impidiendo que las 
mismas se perpétlíen. Se trata entonces de un sentido inverso al uso 
discriminatorio de estas categorías, compensando, si se quiere, un tratamiento 
injusto(como la única forma que el Estado y los propios particulares puedan 
supérar ese estado de cosas que generan un grado de injusticia real de la que son 
víctimas algunos grupos sociales. Lo que se busca en definitiva es romper la 
desigualdad histórica, entendiendo que la desigualdad es una construcción social 
y no natural. 

Previo a iniciar el análisis del caso, esta Corte considera necesario hacer una 
breve distinción entre sexo y género para efectos de esta sentencia, en la que se 
tratará indistintamente una u otra acepción, así, es importante señalar que la 
noción de sexo se concentra en la atención al cuerpo y la naturaleza de las 
personas, mientras que la noción de género sirve para analizar las características 
que socialmente se atribuyen a las personas de uno u otro sexo. "Lo que la 
distinción éntre sexo y género busca poner en evidencia es que una cosa son la,s 

·
' - ·· .. ·· 

diferencias biológic_amente dadas y otras las implicaciones que culturªlmente-se 
asignan a esas diferenCias�-'--

___ .. · .. · 

- ·  - ····· · 

Principio de igualdad y discriminación laboral en razón de género 

Doctrinariamente podemos __ decir que el principio de igualdad es un principio 
normativo que requiere la prote�ción de las diferencias, comenzando por la 
diferencia de género. Precisamente porqge -de hecho-, existen diferencias por 
sexo, nacionalidad, idioma, religión, opiniones polf!icas, condiciones personales 
y sociales. Al respecto Luis Ferrajoli ha señalado: '' .·.::· he.d�finido en muchas 
ocasiones el prinCipio de igualdad como el igual valor asociado.ilas·diferen_�ias 
de identidad que hacen �e toda persona un individuo diferente de todos los demás · 

·· --- .. .. 
y de todo individuo una persona como todas las demás. ( ... ) La igualdad impone 
la tutela de las diferencias y lá reducción de las desigualdades"16• 

La i gualdad constit uye fundament o  i nsustit ui ble del or denami ent o j ur ídi co que s e  deri va 
de la di gni dad humana, pues r es ult a de r econo cer. que t odas las pers onas , en cuant o lo 
s on, no pr es ent an entr e s í  di fer enci as s ust anci ales .  ·To das , en s u  es enci a humana, s on 
i guales y mer ecen la mis ma consi der aci ón, con i ndependenci a deJ a  di versi dad que entr e 
ellas s ur ge por moti vos acci dent ales como la r aza, el s exo, el co lor , -�1 ori gen o las 
cr eenci as17• · --. • 

~ 15 Villanueva flores Rocío; flores Giménez, Fernando. "Género y Justicia Constitucional en América Latina", Instituto de Derecho 
·�·--- ... . . -�. --.• 

Comparado Universidad Carlos III de Madrid, Comisión Europea, Tribunal Constitucional, Corporación Editora Nacional, p. 37. 
16 Cruz Parcero, Juan A, Debates Constitucionales sobre Derechos de las Mujeres, México, Luis Ferrajoli p. 2. 
17 Sentencia o T -624/95 Corte Constitucional de Colombia. · 
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El Tribunal Constitucional español que ha tenido una trayectoria más larga en 
materia de igualdad, ha mencionado que "no toda desigualdad constituye una 
discriminación, sino sólo aquella que no está razonablemente justificada"18• 

El concepto genérico de igualdad encuentra uno de sus desarrollos específicos en 
la llamada igualdad de oportunidades19, que, sin desconocer las reales e 
inmodificables condiciones de desequilibrio fáctico, social y económico en 
medio de las cuales se desenvuelve la sociedad, exige de la autoridad un 
comportamiento objetivo e imparcial en cuya virtud, en lo que respecta a las 
condiciones y requisitos que ellas pueden fijar, otorguen las mismas 
prerrogativas y posibilidades a todos aquellos que tienen una determinada 
aspiración (ingreso a una plaza de trabajo o estudio, ascenso dentro de una 
carrera, reconocimiento de una dignidad o estímulo, culminación de un proceso 
académico, etc). 

La Corte Constitucional del Ecuador ha señalado que: "La igualdad formal 
implica que ante el sistema jurídico todas las personas deben tener un trato 
igualitario. Por igualdad material, en cambio, se refiere a un análisis de la 
realidad de la persona, el cual ha sido recogido a través del principio consagrado 
en el artículo 1 1  numeral 2 de la Constitución de la República, el mismo que 
persigue la igualdad real en favor de los titulares de los derechos que se 
encuentren en situación de desigualdad"20• Es decir, que nadie podrá ser 
discriminado por cualquier distinción, personal o colectiva, temporal o 
permanente que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. 

En lo que se refiere al principio a la igualdad y no discriminación, a pesar de la 
indeterminación normativa de la que se puede desprender del mismo, como un 
principio de rango constitucional y como derecho también, según nuestra 
Constitución (artículos 1 1  numeral 2 y 66 numeral 4), no siempre es fácil decidir 
cómo debe ser este interpretado y aplicado. Una primera posibilidad es 
considerarlo como un enunciado según el cual los seres humanos son siempre 
iguales sin diferencias; no obstante, esta interpretación es poco efectiva y nada 
atractiva ya que esta descripción resulta obviamente falsa. Una segunda 
interpretación es considerarlo como un enunciado según el cual los seres�� 
18 Azkarate-Askasua Albeniz Ana Carmen, Mujer y Discriminación: del Tribunal de Justicia de las Comunidades al Tribunal 
Constitucional. Bilbao, p. 32. 
19 Sentencia N.0 T-624/95 Corte Constitucional de Colombia. 
20 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia 050-15-SIN-CC, caso N.0 035-1 1-IN. 
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humanos diferentes deben_ ser- traÚ1dos de forma diferente atendiendo a las 
circunstancias21 • 

El principió/de igualdad de trato y de oportunidades en razones de sexo debe 
imp�egíiar todos los ámbitos de la sociedad, es sobre todo importante que se 
aplique en el ámbito laboral público y privado. Es evidente "la clara situación de 
_,desventaja de hecho con que se encuentran las mujeres en el ámbito laboral 
ensamblada precisamente a aspectos vinculados a su sexo biológico o a sus roles 
sociales que se concreta en una menor incorporación al mercado de trabajo, y una 
vez incorporadas, unas peores condiciones de trabajo, una mayor dificultad para 
la formación y pro�oción profesional y, entre otras muchas situaciones de 
desigualdad material, una mayor vulnerabilidad en la pérdida del empleo"22• 

Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en el artículo 2 numeral 2 determina que: "Los Estados Partes en el 
presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él 
se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioill.a,�/ 
religión, opiniótf púklica o de otra índole, origen nacional o socj_al,� posidón 
económica, nacimiento o·cualq!li�r otra condición sq�Lae'. -En ta:l sentido, uno de 
los derechos que reconoce el Pacto--eselaeieclio-aftrabajo, así en el artículo 6 se 
determina: "Los �stados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a 
trabajar, que compren�e el derecho de toda persona a tener la oportunidad de 
ganarse la vida mediante-un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán 
las medidas adecuadas para garantizar este derecho". 

Es decir, se reconoce por una parte el derech:o-de�tOQa persona a disfrutar de los 
derechos previstos en el Pacto en igualdad de condiciones,-si!!_ discriminación 
alguna, y por otra parte se reconoce el derecho al trabajo. En este�escenario, _(!_L 
derecho al trabajo debe ser reconocido a todas las personas por igual. 

Se observa que la igualdad· formal entre los sexos se ha incorporado 
progresivamente al ordenamiento jurídico ecuatoriano, sin embargo la igualdad 
sustancial está en proceso; así lo demuestra-lf! subsistencia de realidades sociales 
desiguales. Con la idea de igualdad sustanciaLla- e�clusión de la discriminación 
por razón de sexo contenida en el artículo 1 1  de la Constitl!�ión, no se detiene en 
la mera prohibición sino que abarca el propósito constitucional�de�te!minar con la 
histórica situación de inferioridad padecida por la población femenina;_ �sa � 
decisión autoriza, dentro de un principio de protección, la toma de medida�r\�� -, � �

-

21 Sentencia ibídem Corte Constitucional del Ecuador. 
· �l' 

22 Reguero Celada. Justo, García Trascasas Ascensión, "Hacia la igualdad efectiva entre hombres y mujeres", Granada, p. 251 .  
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positivas, dirigidas a corregir las desigualdades de facto, a compensar la 
relegación sufrida y a promover la igualdad real y efectiva de la mujer en los 
órdenes económico y social. Las medidas de protección, que implican especiales 
derogaciones de la igualdad formal, exigen la determinación de aquellos ámbitos 
especialmente vulnerables en los que deben operar. 

Tal como se indicó en líneas anteriores la indeterminación del principio de 
igualdad y prohibición de discriminación aparece desde que la propia 
Constitución no determina a priori todos los casos para establecer cuándo un 
trato es discriminatorio -y es necesario que así aparezca en el texto 
constitucional, puesto que los actos discriminatorios pueden ser de diferente 
índole siempre que tengan por objeto y por resultado menoscabar el 
reconocimiento y goce de los derechos- y por lo tanto, violatorio del segundo 
inciso numeral 2 del artículo 1 1  de la Constitución, y cuando una acción u 
omisión del Estado y de los particulares viola el mandamiento de trato 
diferenciado o deber de promoción contenido es este mismo artículo en su inciso 
tercero23• 

Si bien el punto de partida del análisis del derecho a la igualdad es la clásica 
fórmula de inspiración aristotélica según la cual hay que tratar igual a lo igual y 
diferente a lo diferente, ella es insuficiente en la medida que su sola enunciación 
carece de utilidad para discusiones cuando se presentan tratos desiguales, 
tolerables o intolerables24• El principio de igualdad cobra sentido entonces, en la 
medida en la que sea posible responder a tres interrogantes: ¿igualdad entre 
quienes?, ¿igualdad en qué? e ¿Igualdad con base a qué criterio? 

La protección igualitaria y la consecuente no discriminación consagrada en los 
textos constitucionales contemporáneos como principio y como derecho, así 
como su incorporación en una serie de instrumentos internacionales no es más 
que un reflejo de un compromiso mundial de respetar y garantizar efectivamente 
los derechos humanos que se fundan en aquel principio. 

Las diferentes cortes y tribunales a nivel mundial han desarrollado criterios y 
razonamientos para aplicar de manera correcta y efectiva el principio de igualdad 
constitucional y no discriminación. Unas que ven en el principio de 
proporcionalidad o test de razonabilidad una medida idónea de argumentación y 
justificación; y otras que con diferentes matices, fundan su criterio en los 

23 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.0 080-13-SEP-CC, caso N.0 0445-11-EP. 
24 Véase la sentencia C-22-1996 de la Corte Constitucional Colombiana. Citado en Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.0 

080-13-SEP-CC, caso N.0 0445-1 1-EP. 
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denominados tipos de eSC!}ltinio; empezando por un escrutinio débil según el 
cual, para que un a<;to sea declarado constitucional basta que el trato diferente sea 
adecuado par� aléánzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento 
jurídico /constitucional; pasando por un escrutinio intermedio, en donde las 
difer�nCias adoptadas no buscan discriminar sino favorecer, -es lo que se ha 
denominado afirmativ action-, y un escrutinio estricto que se aplica cuando un 

Arato diferenciado se funda en criterios sospechosos25, según el cual, un trato 
diferenciado es justificado únicamente para alcanzar un objetivo 
constitucionalmente imperioso y necesario. De lo cual podemos concluir que el 
trato diferenciado que se ha definido como categorías sospechosas 
necesariamente implica un mayor esfuerzo por determinar si el trato es o no 
discriminatorio . 

El principio de igualdad se concreta entonces en cuatro mandatos: a) Un mandato 
de trato idéntico a destinatarios que se encuentran en situaciones idénticas; b) Un 
mandato de trato enteramente diferenciado a destinatarios cuyas situaciones no 
compartan ningún aspecto en común; e) Un mandato de trato paritari�� a - / 

destinatarios cuyas __ circunstancias presenten similitudes y diferenc_tas, peto las 
similitudes son más -relevant�§ __ que las diferencias {trato -�iguaCá pesar de la 
diferencia); d) Un mandato de 

__
_ trato diferenCiado a destinatarios que se 

encuentran también en una posición en parte similar y en parte diversa, pero en 
cuyo caso las diferencias son más relevantes que las similitudes (trato diferente a 
pesar de la similitud)26.-- - -- _ 

Considerando que no todo trato idéntíco_eli siempre equitativo, ni que todo trato 
diferente es siempre discriminatorio, el prinCipío-dejgualdad y no discriminación 
no implica un trato idéntico en todas las circunstandas;--por__�l contrario, son 
justamente las diferencias las que convocan a un trato distinto eiiatención _ª! 
caso. Así, un trato diferente es justificado solo en la medida en la que la finalidad 
sea potenciar de mejor manera la vigencia de los derechos y no al contrario. 

Si no hay una razón suficiente pará1a permisión de un trato desigual, entonces lo 
ordenado será un tratamiento igual y poi>el contrario, si hay una razón suficiente 
para ordenar un trato desigual, entonces esiá-pennitido el trato desigual27• El 
problema está orientado a la justificación suficiente de_�un trato desigual en 
condiciones diferentes. - �-

-
Carlos Bemal Pulido, El derecho de los Derechos, Universidad Externado de Colombia, 2005. (el juicio de igualdad con 

� 
tres tipos de escrutinios). Citado en Corte Constitucional del Ecuador, sentencia 080-13-SEP-CC, caso 0445-1 1 -EP. 

26 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia 080-13-SEP-CC, caso 0445"11 -EP. 
v Carlos Gaviria Díaz, Sentencias Herejías Constitucionales, Colombia, Fondo de Cultura Económico, 2002, p. 65. Citado en Corte 

Constitucional del Ecuador, sentencia 080-13-SEP-CC, caso 0445-1 1-EP. 
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Si el trato diferente es arbitrario, injusto e impone una desventaja que limita o 
anula el ejercicio de los derechos humanos de forma injustificada o irrazonable 
estamos frente a una discriminación y si por el contrario, el trato diferente es 
proporcional, necesario y razonable que se justifica en la necesidad de garantizar 
justamente el ejercicio de los derechos en condiciones de igualdad, estamos 
frente a una distinción28• 

Corresponde al juez conforme a derecho dilucidar si su obligación de impedir 
prácticas discriminatorias implica responder a ellas con un trato similar, 
igualitario e idéntico en todos los casos o si por el contrario, debe encargarse de 
ellas y es su deber establecer tratos diferentes en condiciones distintas que 
garanticen una vigencia y aplicación real de los derechos. 

Los distintos tipos de agresión que por años ha sido víctima la mujer, va más allá 
de lesiones físicas y psicológicas, existe una violencia que no está perpetrada 
contra una sola mujer, y que no podría ser objeto de denuncia en los juzgados 
familiares, esta es una violencia estructural que implica inequidad en el ámbito 
político, social, laboral, económico y cultural constituida por un trato desigual, 
que perpetúa la discriminación, la desigualdad y la violencia. 

Una situación que no se puede dejar de abordar en este estudio y que es una 
forma constante de agresión a la mujer a todo nivel es el empleo de estereotipos 
que son ideas sociales generalizadas, preconceptos sobre características 
personales o roles que cumplen o deben ser cumplidos, en este caso por las 
mujeres, lo que puede llegar a constituir una acción discriminatoria; es común 
encontrarse con estereotipos atribuidos a la mujer en su calidad de tal. Se 
atribuye como características propias de las mujeres: "la intuición", "la 
sensibilidad", "la necesidad de protección", inclusive peyorativamente se hace 
referencia "al desequilibrio emocional" debido al período mensual; o a ser la 
única encargada de las tareas domésticas; o por su parte como específicas de los 
hombres "la fuerza", "la racionalidad", "la independencia", percepciones 
equivocadas que generan prejuicios que confluyen en violencia contra la mujer. 
"En cuestión de género, se piensa que las mujeres cumplen un rol reproductivo, 
deben ser castas y obedientes y al establecer diferencias con el género masculino, 
son nerviosas o desequilibradas"29• 

Al respecto la Corte Constitucional de Colombia en la misma sentencia referida 
ha señalado que los estereotipos de género son negativos cuando establecen 

~ • '""" "'"""· op. dJ., p. 141. Ciodo " Corto "'""''"''�' dol "'""�· �"""'' 080-13-SEP-CC, = 0445-1 1 -EP. � ' 
29 Sentencia ibidem. 



CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 
Caso N.0 0734-13-EP 

jerarquías de género y asignan categork�ciones peyorativas o desvalorizadas a 
las mujeres, reprod\}ciendo prácticas discriminatorias. "La existencia de estos 
prejuicios inflyye en el modo en el que las instituciones reaccionan frente a la 
violencia �cohtra las mujeres. Justamente, la CIDH ha advertido que la creación y 
uso de"éstereotipos se convierte en causa y consecuencia de la violencia contra 
las 'Ínujeres, por lo que ha solicitado a los estados la adopción de medidas de 

/carácter cultural, dentro de su deber de prevención, que tiendan a eliminar las 
, barreras a la adecuada investigación y sanción de la violencia contra las 

mujeres"30• 

Es común observar que las víctimas de violencia de género se sienten culpables 
por las agresiones recibidas. Lastimosamente esta percepción se ve reforzada por 
su círculo social, donde las personas comentan que la violencia pudo ser evitada 
por ella o prevenida, o insinuando tener parte de culpa en la agresión, que hasta 
se sugiere que no se mantenga relación con el agresor o se comporte de acuerdo 
al deseo de éste para no molestarlo. Esta realidad se refleja en distintos 
comportamientos discriminatorios que terminan por impedir la reivindicación _<:le � · · 
los derechos de1as.I!Jujeres. Inclusive se condiciona su permanencia e.n el trabajo 
siempre que logre que el- ab.ll_so no afecte su desempeñ.o. o el ·amblente laboral, 
dejando en la mujer la respoñsabilidad de aiSUiF la violencia. El empleador no 
asume la respo11sabilidad en el cumplimiento de medidas de protección. 
Tampoco se incentiva la denuncia de los hechos y, en realidad, se considera un 
"problema" que la mujer h_aga público casos de violencia, pues se habla que es 
"una mujer problemática o c<::mflis:tiva"' lo que a criterio del empleador no es 
"conveniente" para la empresa o institucL�n que dirige. Convirtiéndose aquello 
en "un mensaje tácito para todas las niu]eres�de guardar silencio ante la 

--......... . 
vulneración de sus derechos"31 •  ·� � . � ..... � �  

La Organización Mundial de la Salud (OMS) señaló que el término violencia de 
género hace referencia a la violencia específica utilizada contra las mujeres como 
instrumento para mantener la dis<:;riminación, la desigualdad y las relaciones de 
poder de los hombres sobre las mujeres, comprende: la violación física, sexual .y 
psicológica. 

· 

En este estudio, dada la situación fáctica, atañe· referirse a la violencia 
psicológica como: "toda conducta dirigida a la desvalorización de la otra � 
persona. Los malos tratos psíquicos causan sufrimiento y son tan dañinos.o.más 
que los malos tratos físicos en cuanto al deterioro de la salud física y mentaL \.&4 _ _ _ 

Sentencia ibidem. � 
31 Sentencia T-878/14 Corte Constitucional de Colombia. 
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Manipulaciones emocionales en forma de desprecio, humillación o 
culpabilización"32• 

Es la violencia psicológica la que mayor atención necesita, pues, no deja 
evidencia física que las autoridades puedan constatar, pero las consecuencias 
pueden ser más graves que las producidas por los otros tipos de violencia. Esta 
violencia requiere una mayor actuación por parte de los dirigentes y las 
autoridades; este tipo de violencia atenta contra la dignidad de la mujer, contra su 
salud, contra sus libertades. 

Adicionalmente se observa que las mujeres que sufren actos de violencia de todo 
tipo están predispuestas a la revictimización, es decir, deben enfrentarse a otra 
clase de maltratos por las entidades de policía, judiciales y de salud. Con 
preocupación se observa que la mujer que se arriesga a denunciar un acto de 
violencia de género cualquiera que este sea, debe asumir largas esperas, 
interminables diligencias, recorridos por distintas oficinas, múltiples citaciones, 
interrogatorios denigrantes y precaria atención médica y psicológica. Esta 
situación desincentiva a la mujer a reconocer en público la violencia padecida, y 
evita hacer pública su denuncia. 

Es necesario que prácticas que concretan el principio de igualdad se refuercen y 
adquieran cada vez mayor aplicación, pues, al igual que todas las 
diferenciaciones no legítimas dentro de un Estado constitucional de derechos, 
como el nuestro, afecta a los individuos. 

En efecto, como lo ha concebido la propia Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, los Estados no solo deben abstenerse de realizar acciones que vayan 
dirigidas de manera directa o indirecta a crear situaciones de discriminación, 
además: " . . .  están obligados a adoptar medidas positivas para revertir prácticas 
discriminatorias existentes en sus sociedades en perjuicio de determinados 
grupos de personas. Esto implica, el deber especial de protección que el Estado 
debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su 
tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones 
discriminatorias"33• 

En igual sentido se refirió la Corte Constitucional en la sentencia N.0 146-14-
SEP-CC, en la cual precisó: 

32 García Suárez. Alba Lucía, "lineamientos de política pública sobre violencia de género", Universidad Externado de Colombia, P-�� 
45, citado en sentencia ibídem. 
33 Corte lnteramericana de Derechos Humanos {Opinión Consultiva No. 18/03). Citado en sentencia ibídem. 
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En este sentido, el accionar � el Es tado· p� ra la defensa de los derechos se efectúa a través 
de estas tres garantías: la dé prestación cuando permite su accesibilidad; la de abstención, 
cuando el Es! ad o  s e  inhibe de efectuar algún acto que pueda menoscabar los derechos a 
través ge !á/garantía de respeto, y la de protección, cuando garantiza la no intromisión de 
ters: eros en el ejercicio de los derechos, sin dejar de lado las garantías constitucionales 

. cu yo objetivo es viabilizar la efectividad de los derechos a través de la justiciabilidad de 
/ estos, cuando hayan sido vulnerados34• 

· En el ámbito internacional el Convenio sobre la Discriminación de 1958, 
(Convenio N.0 1 1 1  de la Organización Internacional del Trabajo, OIT), cuyo 
objetivo es alcanzar una verdadera igualdad de oportunidades e igualdad de trato 
eliminando la discriminación, en su artículo 5,  se dispone: 

l. La s  medidas especiales o de protección o asistencia previstas en otros convenios o 
recomendaciones adoptadas por la Conferencia I ntern acional del Trabajo no se 
considerarán como discriminatorias. 2. Todo Miembro puede, previa consulta con las 
o rganizaciones de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, 
definir. como no discriminatorias cualesquiera otras medidas especiales destinadas a .· 
satisface r l as necesidades particulares de las personas a las que, por razones tales comq el --- ­

sexo, la edad; la) nvalidez, las cargas de familia o el nivel social o cultural, generalrríé nte 
se les reconozca lan ecesj dad de protección o asistencia especial.� . - · ·  ---··· ----- --- ---- -- -"-

Establecida esta aclaración, respecto al alcance de la discriminación cuando 
existen violaciones-al derecho a la igualdad, es necesario precisar que en doctrina 
se distinguen discriminaciones jurídicas y discriminaciones de hecho35, las cuales 
abordaremos concretamentt! respe�to a los derechos de las mujeres. 

· � 
Se llaman discriminaciones jurídicas fas·· que_ excluyen a los sujetos de la 
titularidad de algunos derechos. De esta discrimill(lción han sufrido 
sistemáticamente las mujeres, quienes han padecido históricamente-una si_tuación 
de desventaja que se ha extendido a todos los ámbitos de la sociedairy-�-­
especialmente a la familia, ·-� la educación y al trabajo. Es ne�sario recordar que 
se encontraban imposibilitada� de administrar sus bienes y tomar libres 
decisiones en la sociedad conyugal,. 11o se permitía el estudio ni el sufragio, no 
tenían ninguna garantía laboral en el embélrazo, entre otras limitaciones. Poco a 
poco la lucha de las mujeres por lograr ·el ·-re<;onocimiento de una igualdad 
jurídica, se fue concretando en diversas normas que-ayudaron a transformar ese 
estado de cosas. En materia política, se les reconoció el derecl!� al sufragio, se 
reconoció a la mujer casada la libre administración y disposición Cle·sus_!Jienes y (\ í\ 
abolió la potestad marital, de manera que el hombre dejó de ser su represefltante __ _ ��a...� J  

34 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.0 146-14-SEP-CC dictada dentro del caso N.0 1 773-11-EP. 
35 Cruz Parcero, Juan A, "Debates Constitucionales sobre Derechos de las Mujeres", México, p. 16. 

\Y� · --
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legal, se pusieron en vigor normas sobre protección a la maternidad, entre otras, 
las que reconocían una licencia remunerada tras el parto, se prohibió despedir a 
la mujer embarazada. 

Por el contrario son llamadas discriminaciones de hecho aquellas que se 
desarrollan, a pesar de la igualdad jurídica de las diferencias y en contraposición 
con la igualdad de las oportunidades, sobre todo en materia laboral y es ésta la 
que será objeto de análisis en este caso. 

Instrumentos internacionales y las constituciones contemporáneas han ideado 
muchas maneras de proteger la igualdad. Lo han hecho por medio de mandatos 
de no discriminación, de declaraciones sobre el igual goce de los derechos; lo 
mismo ha sucedido con la legislación nacional que ha desarrollado ese tipo de 
normas. 

En consecuencia, es evidente que en la actualidad no nos encontramos frente a 
discriminación jurídica por razón de sexo, respecto del derecho al trabajo, pues 
tanto la Constitución, Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, así 
como las leyes laborales, públicas y privadas establecen igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres; sin embargo la llamada discriminación de hecho, se 
encuentra aún presente en el desarrollo diario de la vida profesional de las 
muJeres. 

Concretamente, la discriminación de género en el ámbito laboral es un tema que 
no ha sido abordado frontalmente por el Estado, podríamos decir incluso que ha 
sido indiferente, lo que afecta gravemente a la mujer víctima de tal 
discriminación. 

El Ecuador ha suscrito una serie de instrumentos internacionales en varios temas 
inherentes a derechos humanos, y de manera especial a la protección a la mujer, 
así encontramos a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales que consagran normas que prohíben cualquier forma de 
discriminación por cualquier causa, entre ellas, la discriminación contra la mujer. 

Posteriormente, al comprobar que la existencia de tales instrumentos universales 
no era suficiente para garantizar los derechos reconocidos internacionalmente a 
las mujeres, la ONU creó la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 
Mujer con el fin de aumentar la sensibilización mundial sobre las cuestiones de la 

~ 
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mujer. Dicho órgano se _encargo de formular una Declaración sobre la 
eliminación de la qiscririililación contra la mujer36 y aprobada por la Asamblea 
General de las �Náéiones Unidas, la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas �e-discriminación contra la mujer CEDAW37• 

Reconociendo la urgente necesidad de una aplicación universal a la mujer de los 
.-derechos y principios relativos a la igualdad, seguridad, libertad, integridad y 
dignidad de todos los seres humanos, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas proclama la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la 
mujer38• 

36 Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: Ia discriminación era fundamentalmente injusta y 
constituía una ofensa a la dignidad humana por cuanto negaba o limitaba su igualdad de derechos con el hombre. Para abolirla 
estableció diversas medidas entre las que se destaca, en materia laboral, la licencia y el fuero de maternidad y la necesidad de 
combatir todas las formas de trata de mujeres y de explotación de la prostitución de mujeres. 

37 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDA W). La define como "toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio (loria mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los .. . 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas políticas, económicas, social, cultural y civil o en cualquier.otrá ·· 
esfera ·. · .. · - /  

Este instrumento exige a los Estados ·partes -garantizar a hombres y mujeres la igualdad · en· i:1 goce de todos los derechos 
económicos, sociales, cultÚrales, civiles y políticos, ·así Cómo· implementar políticas para eliminar la discriminación de la mujer 
dentro de las cuales se encuentran: 

Consagrar la igualdad entre el hombre y la mujer; 
Adoptar sanciones que-prohíban toda discriminación contra la mujer; 
Establecer la protección jurÍdica de los derechos de la mujer; 
Abstenerse de incurrir en actos de-discriminación; 
Eliminar la discriminación de la mujer erlla sociedad y; 
Derogar laS disposiciones penales que impliquen una Qiscriminación contra la mujer. 

Adicionalmente, solicita la adopción de medidas para eliminar la discriminación contra la mujer en el ámbito laboral y en particular, 
el derecho al trabajo con las mismas oportunidades, a elegir libremente profesión y eriipleo, al�scenso, a la estabilidad en el empleo 
y a todas las prestacioneS de servicio, a la formación profesional, al readiestramiento, a la igualdad de-remuneración y de trato, a la 
seguridad social, a la proteceión de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo. . ��-- ·- � • .. ...• 

El Comité para la eliminación de la discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas (Comité CEDA W) ha emitido 28 
recomendaciones trascendentales para la protección de los derechos de la mujer, entre ellas: 

Recomendación General núm. 19 "sobre violencia contra la mujer" reconoce que la violencia contra la mujer es una forma de 
discriminación que impide gravemente el goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre. En relación específica con 
la violencia la comisión recomendó que "los Estados Partes .velen por que las leyes contra la violencia y los malos tratos en la 
familia, la violación, los ataques sexuales y otro tipo de violencia contra la mujer protejan de manera adecuada a todas las mujeres y 
respeten su integridad y su dignidad. Debe proporcionarse a las víctimas protección y apoyo apropiados. Es indispensable que se 
capacite a los funcionarios judiciales, los agentes del orden público y otros fuñcion:¡rios públicos para que apliquen la Convención". 

Recomendación General núm. 28 "relativa al artículo 2 de la Convención sobre ·la - eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer", esclarece que la discriminación contra las mujeres basada en el genero_p�ede ser interseccional, es 
decir, puede darse simultáneamente con otros factores tales como raza, etnia, religión o creencia, salud, sfutus,.e!lad, clase, casta y 
orientación sexual. El enfoque interseccional obliga a los Estados a adoptar medidas diferentes para los oistintos __ grupos 
poblacionales de mujeres discriminadas ... -�--....... � - - ------

�Declaración sobre la Eliminación de la Violencia en contra de la Mujer determinó que "todo acto de violencia basado en la 
{L,4_:_....-¡:Il�rtf:nelnCia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la 

mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida 
(\/'\. pW.ürn romo " b � .. pri,do". Adido"'l�oto, =•oció ""' pri�rn �• qoO io �ol"ci' romrn lo moju ro,.;.,yo "."' w'l \ 
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Por su parte, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer39 realizada en Beijing 
en 1995, reconoció también que la eliminación de la violencia contra la mujer es 
fundamental. 

En la Resolución 58/501 de 200440, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
reconoció formas de violencia contra la mujer. 

Fuera del sistema de Naciones Unidas la Asamblea General de la Organización 
de Estados Americanos aprobó en junio de 1994 la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer también 
conocida como Convención Belém do Pará41 que surge ante la preocupación del 
sistema interamericano por la violencia contra la mujer como una manifestación 
de las relaciones de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres, y 
concibe la eliminación de la violencia contra la mujer como una condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria 
participación en todas las esferas de la vida. 

En concordancia con la Convención Belém Do Pará, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos manifestó su preocupación ante el hecho de que la 
mayoría de los actos de violencia contra las mujeres quedan en la impunidad, 
perpetuando la aceptación social de este fenómeno. Por tanto, recomendó a los 

violación de Jos derechos humanos y es el principal impedimento para el total disfrute y ejercicio por parte de la mujer de sus 
garantías. 

39 Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing 1995, reconoció que la eliminación de la violencia contra la mujer es 
esencial para la igualdad, el desarrollo y la paz y atribuye por primera vez responsabilidades a Jos Estados por dichos actos. Su 
Plataforma de Acción estableció que la violencia basada en el género tiene como resultado posible y real un daño físico, sexual, 
psicológico, incluidas las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea en la vida pública como en la privada. 
Considera que este tipo de agresiones "es la manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres, que han conducido a la dominación de la mujer por el hombre, la discriminación contra la mujer y la interposición de 
obstáculos contra su pleno desarrollo. 

40 Resolución 58/501 de 2004, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció: 
a) La violencia en el hogar se produce en el ámbito privado, generalmente entre personas relacionadas por vínculos de sangre o 

intimidad; 
b) La violencia en el hogar es una de las formas más comunes y menos visibles de violencia contra la mujer, y sus consecuencias 
afectan muchos ámbitos de la vida de las víctimas; 
e) La violencia en el hogar puede adquirir muchas formas diferentes, incluidas la violencia física, sicológica y la sexual; 
d) La violencia en el hogar es motivo de preocupación pública y requiere que los Estados adopten medidas serias para proteger a las 
víctimas y prevenirla; 
e) La violencia en el hogar puede incluir privaciones económicas y aislamiento, y ese tipo de comportamiento puede constituir un 
peligro inminente para la seguridad, la salud o el bienestar de la mujer. 

41 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, también conocida como 
Convención Belém do Pará. Define la violencia contra la mujer como "cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado". Así mismo, 
consagró el derecho de todas las mujeres a vivir una vida libre de violencia que incluye, entre otros, Jos derechos a ser libre de toda 

~ forma de discriminación y a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. . 

. 
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estaos: (i) diseñar una política estatal -i�tegral respaldada con recursos públicos 
adecuados, para g'!rantizar que las víctimas de violencia tengan un acceso 
adecuado a l�juSHcia y que los actos de violencia se prevengan, investiguen, 
sancione-n y reparen en forma diligente; (ii) crear las condiciones necesarias para 
que las/mujeres puedan usar el sistema de administración de la justicia para 
remediar los actos de violencia sufridos y reciban un trato digno por parte de los 

/funcionarios al acudir a las distintas instancias judiciales; y (iii) adoptar medidas 
públicas para redefinir las concepciones tradicionales sobre el rol de las mujeres 
en la sociedad, y promover la erradicación de patrones socioculturales 
discriminatorios que impiden su acceso pleno a la justicia. 

Respecto de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
es importante mencionar interesantes casos como Castro Castro vs. Perú42 o 
Campo Algondonero vs. México43, en los cuales se ha establecido violación de la 
Convención Belem Do Pará. 

Por lo expuesto, se puede concluir entonces que, existen algunos instrumentos -­
jurídicos inteniacio!lales que procuran evitar la violencia y la d�scriminaéión 
contra la mujer, imponienifQ a los Estados obJ!gaciones · -aé prevención, 
reconociendo el derecho fundameiifiil ae·�toda�(his.Ínujeres a una vida libre de 
violencia en todo ámbito. Además, se resalta la atribución de responsabilidad al 
· Estado en la prevención, investigación y sanción. 

Luego de abordar el tema de la i�aldad y no discriminación, podemos concluir 
que una de las discriminaciones más frecJ!.entes se presenta en el ámbito laboral 
por cuanto, los derechos de la mujer han·· sido_ atropellados por años, su 
reivindicación ha sido de manera paulatina y con m�cho ·esfuer�o, a lo largo de 
los años; sin embargo, no se puede desconocer que todavía persisten; no es.r(!.[O 
ver que una mujer sea despedida sin causas justificadas o se vea acosada por ___ ··----
jefes o compañeros, tornáhd()se vulnerable frente a este tipo de actitudes. 

La diferenciación por sexo en el trabajo ha venido suponiendo invariablemente 
un trato inferior a la . mujer y con ello uria discriminación en sentido estricto, por 

· -
42 Castro Castro vs. Perú la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) analizo·las.consecuencias del delito de violencia 
sexual sufrido por mujeres bajo custodia del Estado. Además, estimó violado el derecho a la integridad personal interpretando su 
alcance a la luz de la Convención Belém Do Pará. Sostuvo que la violencia de género constituye una foriiia de.discriminación y que 
los Estados tenían la obligación de actuar con la debida diligencia en la investigación y sanción de tales hechos. ·-. ---�� --
43 Campo Algodonero vs. México estableció que las reparaciones a las víctimas debían adoptar una perspectiva de género, ya que · ·- .. · · � -
"deben tener un� vocación trans!ormadora de d

_
i�ha situación: de

_ �
al forma 

_
que 1� mi��as tengan u n  efe�to n o  �olo �ti�ut�vo �i

-
no �--� · 

también correct1vo. En este sentido, no es adm1s1ble una reslltuaon a la m1sma s1tuac10n estructural de VIOlencia y d1scnmmaaon. 
Del mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los \ 1 
planos tanto como inmaterial. \.�\ 
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constituir precisamente claras manifestaciones de ésta, tanto la prohibición de 
acceder a determinados trabajos como la permanencia en ellos. "De modo que la 
discriminación es cierto que se produce por elementos arbitrarios o injustificados, 
pero también por tolerar que subsista la situación de desventaja en el acceso y 
mantenimiento en los puestos de trabajo"44• 

Las condiciones de igualdad en el acceso de oportunidades en el ámbito laboral 
resulta una de las principales metas de la igualdad de género, ya que es en este 
ámbito, como el acceso, promoción, capacitación, determinación de la 
remuneración, despido, etc., en el que se presentan algunos de los mayores 
obstáculos en el objetivo de alcanzar una igualdad material . La Corte 
Constitucional de Colombia ha señalado que: "junto con la familia y el Estado, el 
empleo es uno de los espacios que ofrece más posibilidades para la 
discriminación por razones de sexo"45• 

Concretamente en la actualidad en el ámbito laboral, las estadísticas muestran 
cómo la mujer tiene menos oportunidades de acceso y permanencia en el 
mercado de trabajo, a pesar que su participación ha señalado cambios 
importantes en la estructura de este mercado, un alto porcentaje de la población 
femenina urbana percibe una remuneración por debajo del sueldo mínimo, frente 
a los hombres que se encuentran en la misma situación; y si miramos hacia el 
sector rural encontramos mujeres que, sin ser dueñas de la tierra, trabajan sin 
paga, la mayoría de las veces, pues su oficio es considerado como una labor de 
apoyo a su esposo, padres, hermanos o familiares. Las cifras actuales según el 
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos INEC en el año 2016, demuestran 
que hasta la actualidad la mujer tiene menos oportunidades para conseguir un 
trabajo y permanecer en él, las cifras de subempleo y desempleo continúan 
subiendo en algunos puntos para las mujeres46• 

Las mujeres ocupan entre el 10 y el 20% de los puestos de administración y 
gestión en todo el mundo y menos del 20% de los puestos de trabajo en las 
fábricas. Las mujeres reciben una parte excesivamente pequeña de los créditos 
concedidos por las instituciones bancarias. La participación de la mujer en la 
toma de decisiones económicas y políticas sigue siendo muy reducida. Las 
mujeres ocupan solo el 10% de los escaños parlamentarios y son menos del 5% 
de los Jefes de Estado47• 

44 Lopera Castillejo, María José. "La mujer militar: sus derechos laborales y prestaciones sociales", cuadernos CIVITAS, Madrid�� 
España, p. 34. � 
45 Sentencia T-247/10, Corte Constitucional de Colombia. 
46 http://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/web-inec/EMPLE0/2016/Marzo-2016/Presentacion%20Empleo_0316.pdf . . 
47 Sentencia T-247/10, Corte Constitucional de Colombia 
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Se puede afirmar que "tradic:ionalmeñ�te, el desempeño de ciertos trabajos o la 
pertenencia a varios �ectofés profesionales se ha hecho depender del sexo de las 
personas. A las müjeres, por ejemplo, se les suele impedir el desempeño de los 
denomin�.dos/ trabajos arduos, ligados con la fuerza física o la capacidad de 
resist.encla, empero, un examen detenido de la cuestión lleva a concluir que no es 
válido apoyar una exclusión semejante en una especie de presunción de ineptitud 
Jíncada en diferencias sexuales, y que el análisis basado en presuntos rasgos 

· característicos de todo el colectivo laboral femenino debe ceder en favor de una 
apreciación concreta e individual de la idoneidad de cada trabajador, con 
independencia de su sexo48• 

La falta de igualdad en las oportunidades laborales entre hombres y mujeres es 
evidente. El derecho a no ser discriminado es uno de los derechos generalmente 
vulnerados por las mujeres en el ámbito laboral, dada la existencia de una 
percepción social generalizada de estereotipos, que se caracteriza por el 
desprestigio considerable y sostenido de las concepciones acerca de la mujer. Al 
respecto, la Corte Constitucional de Colombia, manifestó: 

En el mundo l�bor al, _ l� mujeres padecen una de las form¡¡s_ de- discilri nación más 
arraigadas porque su partiCipaCió n en esta esfer a  - pone en cuesÜ onamiento la exclusividad 
de su rol en el ámbito doméstico. Y ese rol precisamente, el de madre y cuidadora, es el 
que sirve de ex<; usa para actuar de manera inequitativa y discriminatoria. 

En ese sentido, destaca n  que la violencia contra las mujeres no es un asunto exclusivo de 
la fam ilia o el ámbito domés tic o. Sin embargo, hasta el momento el Estado ha destinado 
gran parte . de sus esfuerz os hac ia·· este ámbito, situación que se explica desde la 
perspectiva familista de las políticas estata les. S(! gún tal punto de v ista la atención a la 
mujer se brinda en la medida en que se protege a toda la fa@ lia, vinculando una vez más 
los derechos de las mujeres a su rol reproductivo y de cuidaoo:-·P or .(!� a razón, no se 
encuentran estudios que profundicen cuál es la situación de violencia contra� la s· mujere§_ 
en el ámbito laborál , ni siquiera en relación con el acoso sexual en el trabajo. 

Una forma de violencia ro ntra las mujeres basada en la discriminación de género es 
precisamente la valoración del t rabajo de las mujeres respecto de asuntos familiares y 
personales. La estabilidad y condiC iones laborales para las mujeres pasan por una 
evaluación de sus empleadores en la que se· c onsideran aspectos tan personales como la 
intención o el hecho de tener hijos, de tener personas bajo su cuidado ( niñas y niños, . 
��:��� ,g,ersonas con capacidades diferentes) y d e  ser vk timas de v10l ena a\� 

----------
48 Sentencia T-247/10, Corte Constitucional de Colombia. 

49 Sentencia T-878/14, Corte Constitucional de Colombia 
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Es importante señalar que no existe prohibición absoluta para establecer 
diferencias en el acceso y el desarrollo en una actividad laboral con base en el 
género del aspirante; sin embargo, debe tenerse en cuenta que esta situación 
involucra una diferenciación con base en uno de los criterios que 
tradicionalmente se han empleado para discriminar a los seres humanos y que, 
precisamente por la forma en que ha sido utilizado, es considerado uno de los 
criterios sospechosos de discriminación. Por esta razón es claro que en casos en 
que la diferenciación tenga fundamento en el género, quien la realiza debe 
exponer una justificación que no deje lugar a dudas sobre la legitimidad del 
criterio empleado. Es un elemento propio de la libertad de empresa la posibilidad 
de ajustar los criterios de selección de personal a los requerimientos propios de la 
actividad que desarrolle el futuro empleador; sin embargo, la libertad de empresa 
-al igual que la igualdad- tampoco resulta un criterio absoluto dentro de nuestro 
sistema jurídico, debiendo ceder o ponderarse en determinadas circunstancias 
ante otros principios constitucionales involucrados. En consecuencia el principio 
de libertad de empresa no resulta suficiente para justificar una excepción al 
principio de igualdad cuando de acceso o desarrollo de actividades laborales se 
trata; por el contrario, la solución obligará a considerar el otro principio 
involucrado: la igualdad, específicamente la igualdad en razón del género. 

Evidenciándose que el empleador que colabora a perpetuar el estado de 
vulnerabilidad de la población femenina que ha sido víctima de agresiOnes 
vulnera el derecho a una vida libre de violencia, situación que puede ser 
reivindicada a través de la acción de protección, debido a que entraña un acto de 
discriminación grave, y que es precisamente lo que ha sucedido en este caso. 

La Corte considera que a pesar que no es una condición absoluta que un 
empleador no pueda dar por terminada una relación laboral con una trabajadora, 
lo que exige es que justifique de manera razonable y suficiente ante autoridad 
competente que una presunción prima facie de la vulneración de derechos en este 
tipo de casos específicos, no es tal; es decir, que la separación de sus funciones 
no obedece a la condición de mujer que labora en el Cuerpo de Bomberos, lo que 
le ha hecho tomar esa decisión, como en el presente caso, lo cual sería 
vulneratorio de derechos constitucionales. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se observa que la accionante ostentaba el 
título de bombero profesional desde el mes de diciembre de 2009, el mismo que 
fue otorgado por la Escuela de Formación de Bomberos de la Empresa Municipal 
del Cuerpo de Bomberos de Ibarra (fjs. 260). Es así que mediante la Resolución 
N.0 004 del 25 de marzo de 2010 el Consejo de Administración y Disciplina del� 
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---- ·- - �- --�---- ----·-

Cuerpo de Bomberos Mullicipal ·de kchidona (fs. 255), resolvió otorgar a la 
accionan te el grado/de subteniente, generando con ello un claro vínculo laboral 
entre ambas parte-s. Tal es así que mediante la Resolución N.0 003 del 25 de 
marzo d�2010 (fs. 254); es decir, el mismo día en que se le otorgó el grado de 
subteniente a la accionante, el Consejo de Administración y Disciplina, 
apegándose a la Ley de Defensa Contra Incendios y al Reglamento Orgánico 

_ Estructural del Cuerpo de Bomberos, resolvió : "Dar estabilidad y permanencia a 
.. los bomberos profesionales del cantón Archidona, para que puedan fungir dentro 

de la escala para ellos asignados", así como establecer una remuneración 
mensual unificada para sus miembros. Posteriormente, mediante la Resolución 
N.0 11  del 6 de julio de 2010, el referido Consejo de Administración y Disciplina 
(fs. 84), resolvió: "Designar a la Sbnte Yessenia Paola Iza Pilataxi, en calidad de 
Segundo Jefe del Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona", ratificándose 
con ello el vínculo laboral y profesional entre la accionante y el Cuerpo de 
Bomberos Municipal. 

Ahora bien,---pe�e a que el artículo 13 de la ordenanza del Cuerpo de Bombe�ps -- _/ 

Municipal del cantól! Archidona, publicada en el Registro Oficial N.� 220 deÍ 23 
de junio de 2010, establece -�on claridad- la diferencia- enlfe--iin bombero 
voluntario y un bombero profesional� el Consejo-de Administración y Disciplina, 
a través del memorando impugnado en la acción de protección, resolvió separar a 
la accionan te de la institución, como si fuese una bombero voluntaria; es decir, a 
través de una simple notific�ción y no mediante los procedimientos legales para 
dar por concluida una relación_ laboral, circunstancia que se contrapone 
claramente con las funciones de la ·acciog�nte dentro de dicha institución, las 
cuales fueron desempeñadas no como un voluntariado sino como una bombero 
profesional. 

�---

Con posterioridad a la notificación del memorando N.0 001-CAD-CBA del 27 de 
octubre de 2010, con el cúal se cesó de funciones a la accionante, el Consejo de 
Administración y Disciplina alegó . que la separación de la accionan te del Cuerpo 
de Bomberos Municipal se ·debió por. el supuesto cometimiento de faltas en su 
labor, entre las que se resalta: "faltar el· r�speto a la ciudadanía, faltar a las 
guardias, salir sin aviso, llevar á enamorados; escl!ndalos, amenazas y acoso a 
bomberos voluntarios, mal rendimiento académico eñfre ott�s". 

De la revisión minuciosa de los documentos que obran del proceso ·objeJQ_ de 
análisis se evidencia también, que han sido las propias autoridades municipalesy�­
encargados del Cuerpo de Bomberos de Archidona, quienes han manifestado � que "el trabajo de bombera no es para las mujeres, que le � \ 
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han hecho un gran favor en separarle de la institución" y señalan además que la 
separación laboral de la que fue objeto se fundamentó en que "su presencia no 
era aconsejable" para la institución y "por la pérdida de confianza", que tienen 
compañeros y la ciudadanía respecto de su trabajo. 

Bajo esas circunstancias, está claro que por ningún motivo el empleador podría 
justificar un despido o terminación de la relación laboral, como en este caso ha 
sucedido, en argumentos que se agoten con expresar, respecto de la persona 
despedida: "que su presencia no es aconsejable" o "por la pérdida de confianza", 
porque estos argumentos generan duda que efectivamente, haya existido 
incumplimiento en las responsabilidades laborales, y que sea esa la razón 
fundamental de su despido. 

Las agresiones de género no son eventos aislados y ocasionales que deban 
resolverse a la ligera, puesto que involucran un trasfondo de discriminación que 
persiste y se reproduce constantemente, como en el caso que nos ocupa, no se 
puede realizar un análisis somero de un supuesto incumplimiento de deberes en 
las labores como bombera de Y essenia Paola Iza Pila taxi, pues correspondía a los 
jueces constitucionales prestar especial atención a las circunstancias que rodean a 
una mujer que ha sido víctima de tales hechos, lo que implicaba un enfoque 
diferencial de género al momento de estudiar la procedencia de la acción de 
protección. 

Queda claro también para la Corte Constitucional que un empleador no puede dar 
por terminada una relación laboral con una empleada, expresando que el Cuerpo 
de Bomberos "es una institución solamente para hombres" y sin motivar su 
decisión, pues ello sería un acto abiertamente discriminatorio prohibido por la 
Constitución y colocaría a la mujer desempleada en una situación de 
vulnerabilidad de no poder desarrollar su vida profesional y familiar de manera 
adecuada, al no contar con los medios suficientes que le permitan procurarse 
ingresos dignos que le aseguren una vida digna. 

Es evidente que en el caso que nos ocupa, no estamos frente a un acto normativo 
discriminatorio, sino que se trata de una situación fáctica, comprobable, por la 
numerosa documentación agregada al proceso, es entonces que corresponde 
desentrañar la verdadera motivación que indujo al empleador a separar del cargo 

f a la accionante, por lo que esta Corte considera de fundamental transcendencia 
tomar en cuenta la vulnerabilidad en la que se encontraba la señora Y essenia Iza 

~ Pilataxi, por ser mujer y subalterna. 

' 
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Resulta claro que los acto� .discrimiiiat�dos suelen ser de difícil prueba. De ahí 
que sea apropiado que, la carga de probar la inexistencia de discriminación 
recaiga en la �utofldad que desvincula a la persona de su empleo, no así en quien 
alega la/ violación de su derecho a la igualdad, especialmente cuando la 
clasifiCación que se hace de una persona es sospechosa por tener relación con los 
elementos expresamente señalados como discriminatorios a la luz del derecho 
éonstitucional. Al respecto, Fernando Flores Giménez, en su texto Género y 
Derecho Constitucional, afirma que: "Una demanda por discriminación sexual 
supondrá, si hay indicios en forma inicial, que será el demandado quien habrá de 
probar la legitimidad de su conducta; de no proporcionar prueba suficiente de esa 
legitimidad, prosperaría la presunción de discriminación"50• 

Asimismo, respecto de la carga probatoria dentro de estos casos, la Corte 
Constitucional de Colombia ha manifestado, a través de su jurisprudencia, que: 

Se ha entendi do que en los cas os de dis cri mi na ci ón debe da rs e una i nversi ón de la ca rga 
proba tó ria. En efecto, exi gi r que la pa rte dis cri mi na da demues tre el áni mo dis cri mi na tori o 
res ulta una i mp osi ci ón exorbi ta nte que tendría como res ulta do una nega ci ón de jlls ticia en 
muchos d e  es tos eas os ,_ teni endo es pecia l consi dera ci ón el que s e  ha g<v esp ecto de s ujetos 
que reci ben es pecia l prOtec ci ón- por_p(l_I"t e __ cle_l_()!<i� na mi ento constitu ci ona l. Por otro la do, 
la i nversi ón de la ca rga proba toria no res ulta una exi gencia excesi va pa ra la contra pa rte, 
ya que si s u  conducta s e  a jus tó a pa rámetros cons ti tuci ona les conta rá con los elementos 
necesa ri os pa ra:- demos tra r q ue his tóri ca , contextua! y la bora lmente no ha exis ti do 
comporta mi ento alguml que i nv olucre dis ti nci ones no · legí ti mas a l  momento de 
determi na r el a cces o a opÜt tuni�a des51 •  

-

En el caso analizado, la separación laboral -de! Cuerpo ·de Bomberos Municipal 
de una mujer, es un hecho cierto y comprobado:-para 1o�cual se argumenta que la 
señora Yessenia Paola Iza Pilataxi ha cometido algunas -Ialtas �gr-ª_yes en el 
ejercicio de su función; sin embargo, en el fondo, profundiza una:· -real-�--­
discriminación que tendría_ como trasfondo el hecho de ser mujer. 

Esta Corte, de la revisión exhaustiva de todo el proceso, advierte que en este caso 
se configura una situación de subordinación de la accionante con su inmediato 
superior, teniente Oswaldo Martín Márquez·Morales, ya que la accionante alega 
que fue despedida a manera de represión por haberse_ n_egado a aceptar mantener 
relaciones de tipo sexual con él, recibiendo una serie oe-am�nazas posteriores 
que colocaron a Y essenia Paola Iza Pila taxi en una situación de--incertidumbre, 

50 A�res Gi�é
-�

ez, Fernando . . "Género y �er�ho Constituc��nal",. Ins 
. . 
tituto

_ 
de Derecho Comparado Universida�::s�i!-cte��---�-- . . Madnd, Comision Europea, Tnbunal ConstituciOnal, Corporac10n Editora NaciOnal, p. 26. -

51 Sentencia T-247/10, Corte Constitucional de Colombia. 
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porque de acuerdo a sus propias expresiones, su inmediato superior la amenazó 
expresamente con "perjudicarle en su trabajo, hasta lograr su separación de la 
Institución bomberil". A ello se le suma el hecho de que el despido pudo haber 
aumentado su grado de vulnerabilidad disminuyendo evidentemente sus 
condiciones económicas y afectando su situación emocional. 

Debiendo considerarse además que esta separación del trabajo de la accionante 
fue el resultado de un aparente proceso en el que constan denuncias donde se 
revisó la supuesta prueba que demostraba que la presencia de la subteniente 
Yessenia Paola Iza Pilataxi no es aconsejable por "el respeto perdido de parte de 
los subalternos voluntarios" y por la pérdida de la confianza con la que se dirige 
a los ciudadanos dueños de comercios por parte de la inculpada basado en el 
poder del rango otorgado", así consta del informe presentado por el Consejo de 
Administración y Disciplina del Cuerpo de Bomberos de Archidona, de fojas 6 y 
7 del expediente de primera instancia. 

La accionante ha manifestado también que ante su negativa de acceder a sus 
pretensiones de índole sexual, su superior instaba a sus subordinados a que no 
obedezcan sus órdenes emanadas en calidad de subteniente del Cuerpo de 
Bomberos de Archidona, denigrándole frente a ellos, con frases de 
desautorización laboral, disponiéndole se forme en tropa, cuando ella considera 
que su lugar es a la izquierda del teniente en razón que es una bombero 
profesional con rango de subteniente, discriminándola frente sus subordinados 
afirmando que no deben haber ·mujeres en el Cuerpo de Bomberos porque "las 
mujeres no sirven para nada, sólo los hombres (tienen) fuerzas para enfrentar esa 
carrera tan dura", entre otros actos, a su criterio humillantes a los que 
constantemente la sometía. 

Obra de autos múltiples certificados de médicos públicos y privados que han 
diagnosticado a Yessenia Paola Iza Pila taxi con · "depresión mayor grave + 
síndrome de ansiedad" consultas médicas realizadas por la accionante a partir de 
octubre de 2010. 

Consta del expediente también que denunció este hecho ante el Comité Cantonal 
para la Protección de Derechos Humanos de Tena, a fin de denunciar los hechos 
discriminatorios, quienes han intentado intervenir a su favor ante el Cuerpo de 
Bomberos de Archidona, en ese momento, el señor Oswaldo Martín Márquez 
Morales ha manifestado a las personas de este comité: "La subteniente Yessenia 
Paola Iza Pilataxi, ustedes no la conocen, ella es una loca, ella tuvo relaciones 
sexuales con todos los miembros del Cuerpo de Bomberos de Tena y con todo el� � 

� .  
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mundo que se le presenta, _(!S más úii ��igo me dijo que cuando él ha ido al 
Cuerpo de Bomber<J.S_de,Afchidona, ella se le insinúa: no se irán a ir pegando un 
palito". /> > 

_,_/� 
/ 

La solá' reproducción de las supuestas frases ofensivas del teniente Martín 
lv!árquez en contra de Y essenia Paola Iza Pila taxi, consideradas de forma 
iíldividual, no resultarían elementos suficientes para inferir un trato 
discriminatorio en contra de la accionante; sin embargo, una relación de ellas con 
todo el acontecer procesal, así como los organismos que han participado en este 
proceso permiten ver la sistematicidad que adquieren estos elementos y como su 
evaluación integral permite deducir la existencia de una situación que generó 
actos discriminatorios en razón de género respecto de la accionante, la que, 
producto de un comportamiento sistemático por parte de los miembros del 
Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona, siendo la cabeza visible el 
teniente Martín Márquez Morales, vio negado su derecho a la igualdad en las 
oportunidades de acceso y permanencia al cargo de bombera y también su 
derecho al trabajo. _ J >  

----- -----

Se hace necesario considerar_qlle han participado en e�_t�> proceso-laComisión de 
Transición para la definición de la-instittidóiialidad pública que garantice la 
igualdad entre hombres y mujeres, creada mediante el Decreto Ejecutivo N .0 
1733 publicado en el_ Registro Oficial N.0 601 del 29 de mayo de 2009, la 
Defensoría del Pueblo,- delegación provincial de Napa, Consejo Cantonal de 
Protección de Derechos de ArchiQ.ona, en representación de la sociedad civil, 
organización de mujeres, colectivo ciudad(lDO "Por un Archidona mejor"; todos 
estos organismos han intervenido por la preocupacióE social generada a partir de 
los hechos denunciados por la legitimada activa. ----�--

. Es importante añadir qu� de fojas 87-89 del expediente constitucional, consta la 
sentencia dictada en el pro�so penal que inició Y essenia Paola Iza Pila taxi en 
contra del señor Oswaldo M�irtín_ Márquez Morales, por injuria no calumniosa 
grave, imponiéndole una pena de 30 días de prisión correccional y seis dólares de 
multa, debido a los constantes actos de- violencia verbal proferidos en su contra 
en calidad de mujer. Constan también del piocesQ copias del juicio por daño 
moral iniciado por la misma accionante. - -

Adicionalmente se observa que el Cuerpo de Bomberos de Ar¿1.oona,_n9 ha � a�ort�d? ele�ento alguno que . permita vis
-
lumbrar un comportamiento -n.o�\ ... �.� . __ _ _ 

d1scnmmatono respecto de la acc10nante. . \� -



Caso N.0 0734-13-EP Página 44 de 49 

Resulta entonces -indudable-, que la terminación de la relación laboral de la 
accionante con el Cuerpo de Bomberos de Archidona, aparentó tener un 
fundamento legal respecto de la falta de cumplimiento de la accionante en sus 
labores como bombera; sin embargo, a partir de las alegaciones realizadas por 
Y essenia Paola Iza Pila taxi, expuestas en los párrafos anteriores y de documentos 
que obran del proceso, se genera duda respecto de los hechos, pues resulta 
evidente que la separación de la institución de Yessenia Paola, tuvo otros 
motivos, pues, el supuesto incumplimiento de sus tareas está matizado con una 
evidencia de actos discriminatorios a una mujer, subordinada a un hombre con un 
rango en jerarquía superior, del Cuerpo de Bomberos de Archidona. De forma 
previsible se observa que luego de denunciar los hechos que le afectaron, se 
acrecentó la actitud violenta que venía recibiendo, incrementando el mal trato 
inclusive, imputándole actos moralmente reprochables para la sociedad, 
infundiendo testimonios que ciertos o no, denigraron la calidad de persona y 
sobre todo de mujer, de la señorita Yessenia Paola Iza Pilataxi; evidenciándose 
así una actitud de violencia de género discriminadora. 

El reproche social de su conducta, en el ámbito laboral y la realización de 
reuniones con otros miembros del Cuerpo de Bomberos de Archidona y del 
propio Municipio, exponiendo el caso, con el fin de condenar a Y essenia Paola 
como mujer, constituye un acto de discriminación, que no solo vulnera su 
derecho a la igualdad, sino que amenaza las garantías de todas las mujeres 
vinculadas a esa institución, a quienes se les estaría prohibiendo ejercer sus 
derechos, puesto que de hacerlo, su castigo será el despido. 

La accionante fue excluida de su trabajo sin que mediara un criterio objetivo que 
demostrara que ella, no estaba en capacidad para realizar labores propias del 
Cuerpo de Bomberos, por su parte del proceso no consta documento alguno que 
justifique que el Cuerpo de Bomberos Municipal de Archidona haya separado de 
la institución a la accionante, que no sea por otro motivo que obedeciendo a un 
comportamiento discriminatorio con perspectiva de género, demostrándose 
agresión constante en su condición de mujer, lo que configura un acto 
discriminatorio, con un carácter prejuicioso carente de cualquier fundamentación 
objetiva y razonable, se utilizó el género como parámetro de exclusión del cargo 
que venía desempeñando Y essenia Paola en el Cuerpo de Bomberos. 

Por tanto una separación de su puesto de trabajo no puede ser utilizada para 
desconocer la Constitución de la República y los múltiples instrumentos suscritos 
por Ecuador en el marco de la protección de la mujer y las obligaciones que, 
como parte de la sociedad, se le han impuesto a todas las personas naturales y \� 
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jurídicas, públicas y privadas de corttdi:n.li� a la eliminación de las agresiones en 
su contra. 

Adicion�JmeíÍt�, cumpliendo con su obligación constitucional de desarrollar de 
man�ra efectiva los derechos de las mujeres, es obligación del Estado actuar 
frenfe a los evidentes actos discriminatorios de los que siguen siendo objeto, los 

_esfuerzos por garantizar de manera progresiva los derechos de este grupo social 
no se pueden considerar como suficientes. Es necesario seguir implementando 
acciones encaminadas a eliminar de manera definitiva condiciones 
discriminatorias de las mujeres, con la finalidad de consagrar una verdadera 
igualdad real y no solo formal de todas las personas independientemente de su 
condición social, edad, sexo, estado de salud, etc., coherentes con el nuevo 
modelo de Estado constitucional de derechos y justicia que nuestro país ha 
adoptado. 

Consideraciones finales de la Corte Constitucional 
� - - ---

Por lo expuestó, laJ�orte Constitucional establece que tanto la senten_c:ia diétad� 
por el juez primero de lo-civH de Napo, el 14 de diciemb,r_(! _de 2010; dentro de la 
acción de protección N.0 9-10�L� ásícomo la·seífterida dictada por la Sala Única 
de la Corte Provincial de Justicia de Napo, el 19 de febrero de 2013, dentro de la 
acción de protección.N.0 97-2012, cuyo origen es la separación de las funciones 
de bombera a la señora :Y �ssenia Paola Iza Pila taxi del Cuerpo de Bomberos 
Municipal de Archidona, vulnerªron los derechos constitucionales a la tutela 
judicial efectiva, a la igualdad y a la- ño dü;criminación en razón de género. 

Al evidenciarse la clara vulneración de derechos constitucionales en este caso, 
que dieron origen a la acción de protección en el año 2010, y q�e Clurante-toqg el 
proceso constitucional · también se observó vulneración de derechos, es inminente�------- - - - ·-- - --­

en consecuencia, que se materialice la oportuna protección constitucional a la 
accionante. Por ello, en atell.eión de la especial situación fáctica en la que se 
encuentra la accionan te, la Corte -Constitucional, como máximo órgano de 
administración de justicia constitucional;- dispondrá la reparación integral de los 
derechos, conforme al artículo 18 de la -1,-ey Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que estable�e: " . . .  la reparación 
integral procurará que la persona o personas titulares del derecho _v_i?lado gocen y 
disfruten del derecho de la manera más adecuada posible y que se restablez�a a la � 
situac�ón ?�terior a la violación. La reparación podrá incluir, entre otras formás;-- _ _ _ _ _ 

la restituctOn del derecho . . .  ". '� · · 

·· 

. .. ··· 
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El marco jurídico es solamente un elemento dentro del conjunto de acciones que 
se debe tomar para combatir la violencia y discriminación contra la mujer en 
nuestro país, y para avanzar hacia una mayor igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres. Se puede contar con leyes adecuadas que garanticen los 
derechos de las mujeres; sin embargo, si las personas que habitamos en este país 
y sus autoridades no tomamos conciencia de la importancia del combate a la 
discriminación, es muy poco lo que valdrán todas las regulaciones jurídicas. 
Actualmente existe una escasa cultura de no discriminación, muchos de los actos 
discriminatorios no son percibidos como tales y en consecuencia, no son llevados 
ante las instancias que podrían sancionarlos, lastimosamente los encontramos en 
la cotidianidad. Para alcanzar el cambio cultural, libre de discriminación, es 
necesario romper con modelos de relaciones sociales que durante décadas han 
estado muy asentados. 

La finalidad es alcanzar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en 
todas las esferas de desarrollo de la vida de las personas, lo cual significa 
considerar la igualdad entre los sexos no solo como un mero derecho subjetivo de 
carácter individual de los ciudadanos, sino también como un objetivo colectivo y 
social. 

En consecuencia, esta Corte señala que el género como factor de selección de 
ingreso o desarrollo de actividades laborales es un criterio que debe estar acorde 
con la Constitución y demás normas que integran el sistema jurídico. Las 
limitaciones de ingreso y permanencia en una institución por razones de género 
deben contar con una base conceptual razonable, necesaria y esencial desde el 
punto de vista objetivo, de manera que no sean la manifestación implícita de 
prejuicios contrarios al principio de igualdad dentro del Estado constitucional. 

Es importante concluir este estudio señalando que una sociedad que tolera la 
agresión de cualquier tipo en contra de las mujeres es aquella que discrimina, y 
corresponde al Estado evitarlo. 

III. DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de 
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional 
expide la siguiente: � 
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1.  Declararla vtllneración del derecho a la tutela judicial efectiva, así como a 
la Jgualdad y no discriminación. 

1. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada. 

3 .  Como medida de reparación integral, se dispone lo siguiente: 

Dejar sin efecto la sentencias dictada el 14 de diciembre de 2010, por el 
juez primero de lo civil de Napo, dentro de la acción de protección N.0 9-
10-L; así como la sentencia dictada el 19 de febrero de 2013, por la Sala 
Única de la Corte Provincial de Justicia de Napo, dentro de la acción de 
protección N.0 97-2012, presentada por la señora Yessenia Paola Iza 
Pilataxi en contra del alcalde del Gobierno Municipal y del jefe del 
Cuerpo de Bomberos de Archidona. 

4. En virtud del análisis efectuado, se dispone: 
- �� 

4. LQue el Gobierno Autónomo -DescentraliZado -Municipal de Archidona 
en la persona del alcalde y el jefe del Cuerpo de Bomberos de 
Archidona, deberán -de manera inmediata- restituir a su puesto de 
trabajo a la - señora Y essenia Paola Iza Pila taxi en el término máximo 
de 1 o días, a- partir de la notificación de esta sentencia. 
Adicionalmente, deberforindársele las oportunidades para acudir a las 

�-----� 

· diligencias judiciales y a la atención-méºica y psicológica que necesite 
para restablecer su estado de salud física y-mental._�e deberá informar 
a este - ·Organisino _ sobre el cumplimiento en el térmm<r ·de�20 _<!!as 
máximo, a partir de la notificación de esta sentencia. - --

4.2. El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Archidona, en 
la persona del acalde y el-j�fe del Cuerpo de Bomberos de Archidona 
-de manera inmediata-, se deberán poner al día en el cumplimiento de 
las obligaciones relativas a la -Seguridad social con el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social de la accionaQte, desde noviembre de 
2010 hasta la presente fecha, en el plazo máximo-de�1Q días contados 
desde la notificación de la sentencia, y que informen a este-orgaQismo (\. /\. 
sob�� el ��mplimiento, en el término de 20 días máximo, a partir dela- .\�

�
� �

\ 
notificacmn. 

"'-\ -- . 
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4.3. Para la determinación del monto correspondiente a la reparación 
económica relativa a los haberes dejados de percibir se estará a lo 
dispuesto en la regla jurisprudencia! establecida en la sentencia N.0 
004-13-SAN-CC dentro del caso N.0 0015-10-AN del 13 de junio de 
2013, enfatizando a los jueces de lo contencioso administrativo que 
conozcan del proceso de determinación del monto correspondiente a 
la ejecución de reparación económica, que es un proceso de ejecución 
sencillo, rápido y eficaz en el que no caben incidentes de ninguna 
clase, principios que deberán guiar el referido proceso. 

4.4. Como medida de disculpas públicas, se ordena que el alcalde y 
presidente del Consejo de Administración y Disciplina del Cuerpo de 
Bomberos Municipal de Archidona, realicen un acto simbólico de 
carácter público, en el que se reconozca la vulneración de los derechos 
fundamentales a una vida libre de violencia, a la igualdad y a la no 
discriminación de la señora Y essenia Paola Iza Pila taxi con el despido 
injusto. Adicionalm�?nte, en el acto de desagravio, se deberá destacar 
la valentía de Yesseri'i:a Paola Iza Pilataxi, quien acudió a la justicia 
para denunciar los hechos d� violencia de los que estaba siendo 
víctima. En honor a ella, se deberá convocar a todas las funcionarias 
municipales y del Cuerpo de Bomberos de Archidona a denunciar los 
hechos de violencia contra las mujeres, asegurando el respaldo por 
parte de las instituciones y resaltando el rechazo de la entidad a 
cualquier tipo de maltrato respecto de la población femenina. 

4.5. Respecto a la obligación de prevenir futuros hechos de discriminación 
contra la mujer, el Municipio y el Cuerpo de Bomberos de Archidona 
deberán realizar un protocolo de trabajo con visión de género e iniciar 
una campaña de rechazo social de las agresiones de género, que 
prevea medidas de protección a las víctimas de la violencia de género. 
La campaña deberá iniciarse, a más tardar, en los 90 días calendario, 
siguientes a la notificación de esta sentencia. 

4.6. Al reconocer que la sociedad ecuatoriana trae arraigados consigo 
estereotipos orientados al supuesto de la inferioridad de las mujeres en 
el ámbito laboral, y conscientes que esto no debe continuar, pese a que 
es evidente que el cambio de patrones culturales es una tarea difícil, el 
primer paso lo deben dar las autoridades nominadoras de las 
instituciones públicas y privadas, así como los funcionarios judiciales, 
que son los encargados de generar confianza a las víctimas sobre la �f97 
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respuesta estatal 
�
()._�}te la violencia de género. Por tanto, como garantía 

de no reE�Jicióh, se instará a los funcionarios judiciales a fin de que 
apli�quefi un enfoque diferencial de género al momento de decidir 

/cú'álquier asunto a su cargo. Para el efecto se oficiará al presidente del 
Consejo de la Judicatura, a fin de que ponga en conocimiento de los 
funcionarios judiciales lo dispuesto en esta sentencia. 

4. 7. Las autoridades pertinentes deberán informar a esta Corte sobre el 
cumplimiento de las medidas de reparación integral que han sido 
ordenadas en esta sentencia, en el plazo de 90 días. 

5. Disponer la publicación de la presente sentencia en la Gaceta 
Constitucional de la Corte Constitucional. 

6. , Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

Razón: Siento por ta , q e la sentencia q antecede fue aprobada por el Pleno 
de la Corte Constituc· l, con siete votos de las señoras juezas y señores jueces: 
Francisco Butiñá M r nez, Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra, 
Marien Segura Reas s, Ruth Senl Pin_oargote, Roxana Silva Chicaiza y Alfredo 
Ruiz Guzmán, sin contar con la presenCia- de los jueces Pamela Martínez Loayza 
y Manuel Viteri Olvera, en sesión del 7 de sepfíembE� del 2016. Lo certifico. 

do� 
JPCH/mbvv/jzj 
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RAZÓN.- Sientó por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor 
Alfredo Ruíz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día jueves 22 de 
septiembre del dos mil dieciséis .- Lo certifico. 

JPCH/JDN 

Av. 12 de Octubre N 1 6-144 y pasaje Nicolás Jiménez 

(frente al parque El Arbolito) 

www.corteconstituciona l . gob .ec Telfs.: (593-2) 394-1 aoo 

emai: comunicacion@cce.gob.ec 

Ecuador 
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RAZÓN. - Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los veintidós días 
del mes de septiembre de dos mil dieciséis, se notificó con copia 
certificada de la sentencia 292 - 1 6-SEP-CC de 07 de septiembre del 20 16,  
a los senores: Yessenia Paola Iza Pilataxi en la casilla constitucional 332, 
casilla judicial 2330 y correos electrónicos angelt40@yahoo.es; 
francisco.malan 1 7@foroabogados.ec; Presidenta de la Comisión de 
Transición para la Definición de la Institucionalidad Pública en la casilla 
judicial 556 1 ;  Carmen Violeta Pilataxi, representante del Consejo de 
Protección de Derechos del cantón Archidona en el correo electrónico 
vpilataxi@hotmail.com; Procurador General del Estado en la Casilla 
constitucional 0 18 ;  Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal de Archidona en la casilla judicial 4437 y correos electrónicos 
gadmunarchidona@yahoo.es; municipio archidona@yahoo.com; Jefe y 
Presidente del Consejo de Administración y Disciplina del Cuerpo de 
Bomberos de Archidona en la casilla judicial 4437 y correos electrónicos 
gadmunarchidona@yahoo.es; municipio archidona@yahoo.com; juez de 
la Unidad Judicial de lo Civil de Napo (ex Juzgado Primero de lo Civil de 
Napo) , mediante oficio 485 1-CCE-SG-NOT-20 16; Mercedes Almeida 
Villacres, jueza de la Corte Provincial de Napo en el correo electrónico 
mercedes.almeida@funcionjudicial.gob.ec; jueces de la Sala Qnica de la 
Corte Provincial de Justicia de Napo, rnedü:mte oficio 4852-CCE-SG-NOT-
20 16, a quienes además se devolvió el expediente original remitido a esta 
Corte. A los veintitrés días del mes de septiembre de dos mil 
dieciséis, a los señores: Presidente del Consejo de la Judicatura, 
mediante oficio 4854-CCE-SG-NOT-20 16; y, jueces del Tribunal 
Contencioso Administrativo No. 1 ,  con sede en la ciudad de Quito, 
mediante oficio 4853-CCE-SG-NOT-20 16, a quienes además se envió 
copias entre certificadas, compulsas y simples del expediente de la Corte 
Constitucional; conforme consta de los documentos adjuntos.- Lo 
certifico. -

J PC H / m m m  
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. DÁVILA ·. 

· · · . ' 

CASILLA 
CONSTJTU 

ClORAL 

' 332 

042 

.. ' 

PROCURADOR GENERAL DEL 
ESTADO 

JORGE GUSTAVO CASTRO 
ENCALADA Y OTROS 

PROCURADOR GENERAL DEL 
ESTADO 

OLGA PAZMIÑO ABAD, JUEZA 
DE LA SALA ESPECIALIZADA DE 

LO CIVIL Y MERCANTIL DE LA 
CORTE PROVINCIAL DE 

JUSTICIA DE EL ORO 
JOSÉ SÁNCHEZ GUILLÉN, 

CONJUEZ TEMPORAL DE LA 
SALA ESPECIALIZADA DE LO 

CIVIL Y MERCANTIL DE LA 
CORTE PROVINCIAL DE 

JUSTICIA DE EL ORO 
·· · . ... . JUECES DE LA SALA 

CASILLA 
CONSTITU 

ClORAL 

018 

181 
y 

292 

018 

087 

025 

- .· Es������1Pt3:�gg�;·v . 680 
PROVINCIAL DE-JUSTICIA DE · 

. _EL ORO. 
. 

PEDRO MARCELO --- - - ONOFRE VINlCIO�GAMACHO 961 · 
CARRILLO RUIZ, 

DIRECTOR NACIONAL DE 
ASESORÍA JURÍDICA DE 
LA POLICÍA NACIONAL Y 

DELEGADO D.EL. 
MINISTRO DEL INTERIOR 

HEIZ MARCEL NA VIA 
MENDOZA Y VINICIO 

XA VIER BRAVO GARCÍA 

020 

o28 

Total de Boletas: ( 17) Diecisiete 

.. ' ·.· ,. < . YAGUACfÍI ·. · . ·. · . · · ' 

.PROCURADOR GENERAL DEL 
' ' ' . ESTADO' ..... . ... . 

018 

.JUECES DE LA SALA PENAL. DE 
LA coRTE PROVINCIAL DE· · .  68o.: 

. JOSTlCIA:DE MANABÍ. ·.;. 
DEFENSORÍA PÚBLICK 

arlene Mendiéta. M. ' . .. 

ASISTENTE CONSTITUCIONAL ·, 

,' 061 

' ' � -
0 19 . · 

NRO. DE CASO 

0734- 13-EP 

1659- 10-EP 

•··. , ,  

" 

0427- 12-EP 

. '  

. 1  

.·FECHA· DE · 
RESO. SENT. 
DICT. PROV. 

O AUTOS 
SENTENCIA 

DE 07 DE 
SEPTIEMBRE 

DE 2016 

PROV. DE 22 
DE 

SEPTIEMBRE 
DE 2016 

. ' . .  

.·· 

. PRO;. ��:21 

SEPT��RE ·. 
DE 2016 . 

.PRÓV; DE 19 . 
· . DE. 

SEPTiEMBRE 
: DE 20i6 

. _.. :, ' .' ' ,. 

1 
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o marlene mendieta 

0734-13-EP 

NOTIRCACIÓN CAUSA 0734-13-EP 

Firma: 

�.:------......::..:--�-��_...,.::..--....:------�-------=-----·....::-----�- -------·--------� 
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ORDEN DE TRABAJO 

Servicio: Usuario: 

EMS marlene mendieta 

III�IOOimmmnmlmnmlonmmmlnmlllll� 
"'" ... "" EN-1 3424-201 6-09-1 4087032 ..... ....... Focha 22 1 09 1 2016 Ho� 14 1 35 

- _1 

CORTE CONSTITUCIONAL 

de Identificación: de Identificación: 

Firma del CLIENTE: 

1 760001 980001 

PICHINCHA QUITO 

AV. 12 DE OCTUBRE N 1 6-1 14 Y PASAJE NIGOLAS JIMENEZ FRENTE AL PARQUE EL ARBOLITO 

Firma del CARTERO CDE EP: 

Para o requerimientos comuníquese al: 
servicioalcliente@correosdelecuador.com.ec 

Fecha de recogida (DDIMM/AAAA): 

2 2 SET. 2015 
Hora de recogida (24h00): 

de envíos recibidos: 

NACIONALES 

NACIONALES 





CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

Quito D .  M . ,  2 2  de septiembre del 2 0 1 6  
Oficio 485 1 -CCE-SG-N OT-2 0  1 6  

Señor juez 
UNIDAD JUDICIAL DE LO CIVIL DE NAPO 
(Ex Juzgado Primero de lo Civil de Napo) 
Tena.-

De mi consideración: 

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia 
292- 1 6-SEP-CC de 07 de septiembre de 20 16,  emitida dentro de la acción 
extraordinaria de protección 0734- 13-EP, presentada por Yessenia Paola 
Iza Pilataxi, referente a la acción de protección 09-2 0 1 0-L, a fin de que se · 
dé cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la sentencia. 

Atentamente, 

V<'�.n�.,.._ Pozo Chamorro 
retario General 

Anexo: lo indicado 
JPCH/mmm 

·�;;_., .... 
�DEL ECUADOR 

SECRETARÍA 
GENERAL 

Av. 12 de Octubre N 1 6-144 y pasaje Nicolás Jiménez 

(frente al parque El Arbolito) 
www. corteconstitucional .gob .ec Telfs. :  (593-2) 394-1 aoo 

emai: comunicacion@cce.gob.ec 

Ecuador 





GUlA DE ENviO S 

o fServicio: EMS echa: 201 6·09·22 �ora: 1 4 :26:12 11 1 1 11 11 111111 1 11 1 1 1 111 11111 1 11 11 1 1 11 111 111 ¡usuarto: prden de trabajo Id local: 
marlene mendiela EN-1 3424-201 6.09-14086969 

EN648366024EC 
REMITENTE DESTINATARIO 

Nombre: lódlgo Cliente: �ombre: 
CORTE CONSlTTUCJONAL 1 3424 �UECES DE LA SALA ÚNICA ESPECIALIZADA DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTIC .. 

Número de k:lentificación: rropo de identificación: [Número de Identificación: rpo de identificación: 
1 760001 980001 RUC 

rovincia: riudad/Cantón: Parroquia: Provincia: riudad/Cantón: arroquia: 
PICHINCHA QUITO NAPO TENA 

Dirección: [Dirección: 
AV. 1 2  DE OCTUBRE N 1 6-1 1 4  Y PASAJE NICOLAS JIMENEZ FRENTE AL PARQUE El EDIFICIO DE LA CORTE AV. 15 DE NOVIEMBRE Y ZAMORA NOTIFICACIÓN CAUSA 

ARBOLITO 0734-13-EP 

Referencia: f!elencia: 
NOTIRCACIÓN CAUSA 0734·1 3-EP 

eléfonos: E-mail: francisco.perez@cce.gob.ec eléfonos: 062-846601 E-mail: 
No. ltems: 1 Peso 1 varo• irma del empleado que acepta el enviO: ombtes: 

1 

ese� det Contenido: 1 SOBRE echa: r"" r· Firma: 
CUENTE Para consaltas o requenmientos comunlquese al. 1700 CORREO (267 736) 1 Email corporauvo@correosdefecuadOr.gob.ec COE.QPE FR013 

�------------------- -----:------- ------------ -..::....�-- �-----
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ORDEN DE TRABAJO 

Usuario: 

mar1ene mendieta 

IIII�IDIImmnmiDUIIIIDDIIIUWDIRU 
EN-1 3424-20 1 6-09-1 4086969 -

2016 09 14 26 

CORTE CONSTITUCIONAL 

Número de Identificación: de Identificación: 

1 760001 980001 RUC 

Provincia: Ciudad/Cantón: 

PICHINCHA QUITO 

Dirección: 

AV. 12 DE OCTUBRE N 1 6-1 1 4  Y PASAJE NIGOLAS JIMENEZ FRENTE AL PARQUE EL ARBOLITO 

� - - - --- - --- - - · ·  - - --- . - - --- - ---> 
Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión: TOTAL DE ENVIOS LOCALES: 

TOTAL DE ENVIOS NACIONALES 

TRAYECTO 1 :  

TOTAL D E  ENVIOS NACIONALES 

TRAYECTO 2: 

Para consultas o requenm1entos comumquese al. 1 700 CORREO (267 736) 1 Emall. 

servicioalcliente@correosdelecuador.com.ec 

CDE-OPE-FR022 



--.. 



CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

Quito D .  M . ,  2 2  de septiembre del 2 0 1 6  
Oficio 4852-CCE-SG-NOT-20 1 6  

Señores jueces 
SALA ÚNICA DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE NAPO 
Tena.-

De mi consideración: 

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia 
292- 1 6-SEP-CC de 07 de septiembre de 20 1 6 ,  emitida dentro de la acción 
extraordinaria de protección 0734- 13-EP, presentada por Yessenia Paola 
Iza Pilataxi, referente a la acción de protección 97-20 1 2 .  De igual manera 
devuelvo el expediente original constante en 04 cuerpos con 378 foj�s 
útiles de primera instancia, O 1 cuerpo con 69 fojas útiles de seglinda 
instancia y O 1 cuerpo con 09 fojas útiles de la acción extraordinaria de 
protección, a fin de que · se dé cumplimiento a lo dispuesto en la parte 
resolutiva de la sentencia. 

Atentamente, 

ozo Chamorro 
retario General 

CoRTE 
CoNSTITUOONAL 
DEL ECUADOR . .. 

SECRETARÍA 
GENERAL 





Notificador3 

De: 
Enviado el: 
Para: 

Asunto: 
Datos adjuntos: 

Notificador3 

jueves, 22 de septiembre de 2016 16:34 

'angelt40@yahoo.es'; 'francisco.malan 17 @foroabogados.ec'; 'vpilataxi@ hotmai l .com'; 

'gadmunarchidona@yahoo.es'; 'mu nici pio_archidona @yahoo.com'; 

'gadmunarchidona@yahoo.es'; 'munici pio_archidona@yahoo.com'; 

' mercedes.al meida@funcionjudicial.gob.ec' 

Notificación con la sentencia de 07 de septiembre de 2016 

0734-13-E P-sen.pdf 

1 





CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

Quito D .  M . ,  2 2  de septiembre del 20 1 6  
Oficio 4853-CCE-SG-NOT-20 1 6  

Señores jueces 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO. 1, CON SEDE EN 
LA CIUDAD DE QUITO 
Ciudad. -

De mi consideración: 

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentenCia 
292- 1 6-SEP-CC de 07 de septiembre de 20 16,  emitida dentro de la acción 
extraordinaria de protección 0734- 13-EP, presentada por Yessenia Paola 
Iza Pilataxi, referente a la acción de protección 09-20 1 0-L, 97-20 1 2 .  De 
igual manera, envío copias (entre certificadas, compulsas y simples) del 
expediente de la Corte_9onstitucional, constante en 303 fojas útiles, a fin 
de que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la 
sentencia. 

Atentamente, 

Anexo: lo indicado 
JPCH!mmm 

CoRTE 
CoNSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

SECRETARÍA 
GENERAL 





1 

CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

Quito D .  M . ,  2 2  de septiembre del 20 1 6  
Oficio 4854-CCE�SG-NOT-20 1 6  

Señor 
Gustavo Jalkh Roben 

• (!Ji; . 

TRÁMTE EXTERNO: CJ-éXT·2D1&-28418 

SOLICITANTE: POZO CHAMORRO JAIME 
RAZON SOCIAL: CORTE CONSTITUCIONAL DEL =CUADOR 

FECHA DE RECEPCION: Qu�o. 231091201 6  15 15 19 

ANEXO: TOTAL 27 FOJAS 

NRO. DOCUMENTO: 4854-CCE-SG-NOT-201 6 

INGRESADO POR: karinasanabria 

Rev1se el estado del trárme en: 
http·flwfNI funcionjyd¡cj¡¡l eob ecJpp!e§§ChentfConsultarTramite se;m 

PRESIDENTE DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
Ciudad. -

D e  mi consideración: 

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia 
292- 1 6-SEP-CC de 07 de septiembre de 20 1 6, emitida dentro de la acción 
extraordinaria de protección 0734- 13-EP, presentada por Yessenia Paola 
Iza Pilataxi, referente a la acción de protección 09-20 1 0-L, 97-20 1 2 ,  a fin 
de que se digne atender lo dispuesto en el subnumeral 4 . 6  de la parte 
resolutiva de la sentencia. 

· Atentamente, 

-·�ozo Chamorro 
ario General 

···��.� 
�DEL ECUADOR _ 

SECRETARÍA 
GENERAL 

1 
1 

Av. 1 2  de Octubre N 1 6-144 y pasaje Nicolás Jiménez 

(frente al parque El Arbolito) 

· · Telfs.: (593-2) 394-1800 
WWW. COrteconstltUCIOna l .gob.ec 

emai: comunicacion@cce.gob.ec 

Ecuador 
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